
RV: Contestación Demanda - Victoria Elena Jimeno de Ríos vs Universidad del Atlántico
- Rad. 2021-00170

Juzgado 09 Administrativo - Atlantico - Barranquilla <adm09bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mié 20/10/2021 11:42 AM
Para:  Juzgado 08 Administrativo - Atlantico - Barranquilla <adm08bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC:  INFO@CHAPMANYASOCIADOS.COM <INFO@CHAPMANYASOCIADOS.COM>

Señores:
JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA
E.S.D.

Atento saludo:

Me permito reenviarles escrito de contestaciòn de demanda que por error fue remitido a este despacho,
puesto que se observa que el proceso por su radicado pertenece al Juzgado Octavo Administrativo Oral
del Circuito de Barranquilla.

Cordialmente,

MARÌA DEL ROSARIO JAIMES CONSUEGRA
Secretaria
Juzgado Noveno Administrativo Oral del Circuito de Barranquilla

De: Info <info@chapmanyasociados.com>

Enviado: martes, 19 de octubre de 2021 12:04

Para: Juzgado 09 Administrativo - Atlantico - Barranquilla <adm09bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Recibo
Memoriales Juzgados Administrativos - Atlántico - Barranquilla
<recibomemorialesjadmbquilla@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: Jesus arengas quintero <jesusarengas@hotmail.com>; Jesus arengas quintero <jesusarengas@hotmail.com>;
JURIDICA@MAIL.UNIATLANTICO.EDU.CO <JURIDICA@MAIL.UNIATLANTICO.EDU.CO>

Asunto: Contestación Demanda - Victoria Elena Jimeno de Ríos vs Universidad del Atlántico - Rad. 2021-00170
 
Señores
JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA
En su Despacho
 
Ref.:      Medio de control:           Nulidad y Restablecimiento del Derecho

Demandante:                    Victoria Elena Jimeno de Ríos
Demandado:                     Universidad del Atlántico
Radicación:                        08001-33-33-008-2021-00170-00

 
Quien suscribe, JOSÉ ENRIQUE TORRES MURIEL, mayor de edad, identificado como aparece al pie de mi firma,
actuando en mi calidad de apoderado sustituto de la UNIVERSIDAD DEL ATLÁNTICO, tal como consta en el poder
especial y de sustitución de poder que aporto con el presente, atentamente y dentro del término otorgado para
ello me permito descorrer el traslado de la demanda de la referencia y, en consecuencia, la CONTESTO, en los
términos del memorial adjunto.
 
ANEXOS
 



1. Las relacionadas en el acápite de pruebas.
2. Poder especial y de sustitución con los que actúo junto con sus respectivos anexos.

 
NOTIFICACIONES
 
Para todos los efectos legales, recibo notificaciones en la Secretaría del Despacho y en mi oficina ubicada en la
calle 77 B No. 57-103 Of. 2101 de la ciudad de Barranquilla y/o al correo electrónico
info@chapmanyasociados.com.
 
 
Del Señor Juez,
 
JOSÉ ENRIQUE TORRES MURIEL
C.C. 1.140.896.618 de Barranquilla
T.P. 364.515 del C. S. de la J.
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Señores 

JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA 

En su Despacho 

 

Ref.: Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

 Demandante: Victoria Elena Jimeno de Ríos 

 Demandado: Universidad del Atlántico 

 Radicación: 08001-33-33-008-2021-00170-00 

Quien suscribe, JOSÉ ENRIQUE TORRES MURIEL, mayor de edad, identificado como 

aparece al pie de mi firma, actuando en mi calidad de apoderado sustituto de la 

UNIVERSIDAD DEL ATLÁNTICO, tal como consta en el poder especial y de sustitución de 

poder que aporto con el presente, atentamente y dentro del término otorgado para ello me 

permito descorrer el traslado de la demanda de la referencia y, en consecuencia, la 

CONTESTO, en los siguientes términos: 

HECHOS 

Al PRIMERO: Es cierto de conformidad con las documentales obrantes en el expediente. 

Al respecto se observa de la resolución de reconocimiento pensional No. 000384 del 11 de 

mayo de 1992, que la señora Victoria Elena Jimeno de Ríos prestó sus servicios como 

Profesora de Tiempo Completo del Instituto Pestalozzi anexo a la facultad de Ciencias de 

Educación de la Universidad del Atlántico, en el periodo comprendido entre el 21 de julio 

de 1970 al 31 de enero de 1992. 

AL SEGUNDO: Es cierto. Mediante Resolución No. 000384 del 11 de mayo de 1992, le fue 

reconocida a la accionante pensión vitalicia de jubilación convencional por reunir los 

requisitos establecidos en la Convención Colectiva suscrita entre la Universidad del 

Atlántico y el Sindicato de trabajadores de la Universidad en el año 1976. 

 

AL TERCERO: Es cierto de conformidad con lo dispuesto en la Resolución No. 000384 del 

11 de mayo de 1992. 

 

AL CUARTO: Es cierto de conformidad con lo dispuesto en la Resolución No. 000384 del 

11 de mayo de 1992. 

AL QUINTO: No es cierto como esta expresado. Frente a este punto resulta pertinente 

realizar algunas precisiones puntuales: 

1. Si bien el artículo segundo de la Resolución de reconocimiento pensional dispone 

que será reajustada de oficio cada vez, con el porcentaje incrementado por el Gobierno 

nacional, de conformidad con lo establecido en la Ley 71 de 1988, lo cierto es que el método 

de reajuste de la mesada pensional: 

 

a. No es un derecho adquirido, por el contrario, tiene un carácter no estático. Lo 

anterior, ateniendo a la facultad constitucional del legislador de regular el 

método para reajustar la mesada pensional, derivada de los articulo 53 y 48 de 

la Constitución Política según los cuales: 

 

“Articulo 53. El estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste 

periódico de las pensiones legales.”  

“Articulo 48. La ley definirá los medios para que los recursos destinados a 
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pensiones mantengan su poder adquisitivo constante.” 

 

b. Por lo tanto, la Ley 100 de 1993, la cual derogó tácitamente lo dispuesto por el 

artículo 1° de la Ley 71 de 1988, y las normas posteriores que sustituyan lo en 

ella dispuesto, pueden regular el sistema general, evidentemente en lo 

relacionado con el método del reajuste de la pensión de jubilación.  

 

c. Específicamente, a partir de su entrada en vigencia, las pensiones reconocidas 

antes y después de dicha Ley se deben reajusta como forme a los establecido 

en su artículo 14, lo que significa que el referido reajuste se produce anualmente 

según la variación porcentual de IPC con lo que los actos acusados se 

encuentran conforme a derecho, sin encontrar en ellos causal de nulidad alguna 

 

2. El inciso segundo 2º), del literal D, del artículo noveno (9º) de la convención 

colectiva de trabajo, dice: “Esta pensión se reajustará al reajustarse los salarios del personal 

docente y trabajadores activos”, esto es, no se vulnera disposición alguna de la convención, 

con el reajuste realizado.  

AL SEXTO: Es cierto lo afirmado por la accionante. No obstante, la anterior situación no 

obliga a mi poderdante a continuar realizando el reajuste de la mesada pensional de la 

señora accionante aplicando lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley 71 de 1988, toda vez 

que la aplicación del nuevo método, esto es, el dispuesto por el artículo 14 de la Ley 100 

del 1993, constituye la correcta aplicación de las normas vigentes sobre la materia.  

Se recuerda al accionante que con la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, que para 

el Departamento del Atlántico fue el 30 de junio de 1995, fueron derogadas tácitamente 

todas las disposiciones que a ella le fueran contrarias, incluido el artículo 1° de la Ley 71 

de 1988, que consagraba el método para realizar el reajuste de la mesada pensional.  

Lo anterior, toda vez que la Corte Constitucional estableció claramente desde el año 19941, 

que si bien, de conformidad con el artículo 53 constitucional, todo pensionado tiene derecho 

a que se le realice el pago oportuno y el reajuste de su mesada pensional, el porcentaje 

con el que se hará dicho reajuste no es por naturaleza un derecho adquirido, y por tanto 

las pensiones reconocidas antes y después de la Ley 100 de 1993 deben ser reajustadas 

conforme a los establecido en su artículo 14, esto es, la variación porcentual de IPC. 

 

AL SÉPTIMO: No es cierto como esta expresado. Al respecto se reitera lo explicado en el 

numeral que precede. 

 

AL OCTAVO: No es cierto lo dicho por la accionante. Mi representada no hizo aplicación del 

mecanismo establecido en el artículo 93 del CPACA, esto es la revocatoria directa al artículo 

2° de la Resolución No. 000384 del 11 de mayo de 1992. Por el contrario, la modificación 

del método aplicado para determinar el reajuste atiende a la entrada en vigor de la Ley 

100 de 1993, la cual derogó tácitamente a la ley anterior, en lo relacionado con el 

porcentaje aplicable para reajustar la mesada pensional. 

 

Así las cosas, el actuar de mi representada se ajusta a derecho y atiende al hecho que el 

porcentaje del reajuste de la pensión no es un derecho adquirido, y por tanto se debe 

realizar de conformidad con el método que el legislador disponga en ejercicio del amplio 

margen de configuración que tiene en la materia que, en este caso es, conforme establece 

 
1 Corte Constitucional. Sentencia C-387 del 1 de septiembre de 1994. M.P. Carlos Gaviria Diaz. 
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el artículo 14 de la Ley 100 de 1993. 

AL NOVENO: No son hechos. Son conclusiones subjetivas a la que llega la demandante 

sin sustento alguno puesto que no puede la Universidad del Atlántico dar aplicación a 

disposiciones normativas contrarias a la ley. 

Al respecto se reitera que la Corte Constitucional en múltiples ocasiones ha establecido que, 

en relación con el ajuste anual de la mesada pensional, los pensionados no gozan de un 

derecho adquirido sino de una mera expectativa.  

“De acuerdo con la Constitución (art. 53), tienen derecho a que se les reajuste su pensión en 
la cuantía que determine la ley, sin que por ello se desconozca el artículo 58 ibidem, pues no 

hay derechos adquiridos sobre el factor o porcentaje en que se deben incrementar las 
pensiones, sino meras expectativas. Por tanto, la ley bien puede modificar las normas que 
consagran la proporción en que se realizarán los aumentos de las mesadas 

pensionales.”2  (Subrayado y en negrilla fuera del texto original) 

Es claro entonces que el juez constitucional, en el fallo traído a colación, realizó una 

distinción notable entre el derecho adquirido al reajuste de la pensión y al método que para 

ello se aplique. Lo que implica que todo pensionado tiene el derecho de solicitar que se 

ejecute el reajuste periódico de su mesada pensional, más no a que se aplique el método 

que considere sino el que deba por ley aplicársele. 

Que adicionalmente, el legislador fue claro al establecer en el artículo 14 de la Ley 100 de 

1993 que el reajuste se llevará a cabo, a partir de la entrada en vigencia de la referida 

norma, de la siguiente manera:  

“ARTÍCULO  14. Reajuste de Pensiones. Con el objeto de que las pensiones de vejez o de 

jubilación, de invalidez y de sustitución o sobrevivientes, en cualquiera de los dos regímenes 
del sistema general de pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, se reajustarán 

anualmente de oficio, el 1o. de enero de cada año, según la variación porcentual del Índice de 
Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior. No 
obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea igual al salario mínimo legal mensual vigente, 
serán reajustadas de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que se incremente dicho 
salario por el Gobierno.” 

Método sobre el cual, el H Consejo de Estado ha indicado que: 

 
“Las fórmulas aplicadas para el reajuste de las mesadas pensionales no son estáticas 
debido a que su único objetivo es mantener el poder adquisitivo y por ello, deben atender 
políticas económicas que aseguren, además, la sostenibilidad, universalidad y demás principios 

que rigen el Sistema General de Pensiones.”3(subrayado y en negrilla fuera del texto) 

Y en ese sentido, al Corte Constitucional valoró que el método allí establecido es idóneo 

para mantener el poder adquisitivo de la mesada pensional: 

 

“El IPC sí sirve como indicador para mantener el poder adquisitivo, hasta el punto de que 

precisamente la Corte ya ha advertido que el reajuste salarial que decrete nunca podrá ser 

inferior al porcentaje del IPC del año que expira.”4 

 

AL DÉCIMO: No es cierto como esta expresado. Al respecto se reitera lo manifestado al 

contestar el hecho anterior. Adicionalmente y por holgura, ya que se insiste en la 

 
2 Ibidem. 
3 Consejo de Estado. Sección segunda. Sentencia del 2 de mayo de 2013. C.P Dra. Bertha Ramirez. 
4 Corte Constitucional. Sentencia C-435 de 2017. M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero 
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improcedencia de las pretensiones de la demanda, ha de tener en cuenta el fallador el 

fenómeno de prescripción de mesadas pensionales puesto que la accionante presenta hoy 

reclamos sobre mesadas que datan del año 2000, esto es, hace más de 20 años de la fecha 

que nos asiste. 

 

AL DÉCIMO PRIMERO: No es cierto, la mesada pensional pagada para el año 2019 a la 

señora Victoria Elena Jimeno de Ríos fue de $5.292.522, de conformidad con los 

documentos que reposan en la entidad. 

 

AL DÉCIMO SEGUNDO:  Es cierto, efectivamente la actora presentó reclamación ante la 

entidad que represento. No obstante, se reitera que mi representada, de conformidad con 

lo establecido en la ley y lo que ha dispuesto sobre ella el Consejo de estado y la Corte 

Constitucional, debe realizar el reajuste de la mesada pensional de la señora 

accionante no con el porcentaje del incremento del salario mínimo, sino en 

aplicación del artículo 14 de la Ley 100 de 1993, esto es, con el porcentaje del 

incremento del IPC. 

Así las cosas, no le asiste razón al accionante al pretender que la Universidad del Atlántico 

reajuste su mesada pensional aplicando disposiciones que hoy se encuentran derogadas, ni 

mucho menos pretender que se le cancele retroactivo alguno por un cambio que el mismo 

legislador estableció, en aplicación del amplio margen de configuración que en la materia 

se le reconoce.  

Se reitera así mismo, que habida cuenta que el porcentaje de reajuste de la mesada 

pensional no es un derecho adquirido y por tanto el método para ello no es estático, apelar 

al principio de favorabilidad no es procedente. Sobre el particular conviene traer a colación 

pronunciamiento vigente sobre la materia emanado de la H. Corte Constitucional según el 

cual: 

“éste principio aplica exclusivamente a los trabajadores pero, además, que se refiere a la 
aplicación e interpretación de las fuentes formales del derecho, que para este caso, 
interpretando la demanda, serían los incisos sexto (6°) y octavo (8°) del artículo 48 
constitucional, en donde expresamente se señala que la ley debe definir los medios para que 
los recursos destinados a pensiones mantengan su poder adquisitivo constante y que sin 
perjuicio de los descuentos, deducciones y embargos a pensiones ordenados de acuerdo con la 
ley, por ningún motivo podrá dejarse de pagar, congelarse o reducirse el valor de la mesada 

de las pensiones reconocidas conforme a derecho; así como el inciso 3° del artículo 53, en el 
que se garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales. 
(…) Por lo tanto, la Corte considera que el actor hace un uso indebido del principio de 
favorabilidad para efectos de interpretar de manera equivocada, e incluso contraria a su texto, 
las normas constitucionales que invoca como vulneradas, en donde, como bien lo señalaron 
diferentes intervinientes, de ninguna manera se obliga al legislador a elegir el método de 

actualización de las pensiones que garantice su poder adquisitivo constante de la forma más 
conveniente posible. 

(…) 

Por lo tanto, se concluye que además de que la propia Constitución faculta al legislador a 
decidir, con autonomía política, de qué manera reajustar periódicamente el valor pensiones, de 
tal forma que no hay lugar aquí para la aplicación del principio de favorabilidad en materia 
laboral del que trata el artículo 53 superior, en todo caso los índices o referencias de 

actualización a los que acudió el legislador para actualizar las pensiones de forma diferenciada 
según su valor (IPC y SMLMV) tienen un origen, una explicación y unos propósitos diferentes, 
al mismo tiempo que se relacionan entre ellos de una forma particular.”5 

 
5 Corte Constitucional. Sentencia C-435 del 2017. M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero 
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AL DÉCIMO TERCERO: Es cierto. Al respecto, se reitera lo explicado en los numerales 

anteriores. La accionante no tiene derecho a que mi representada realice el reajuste de su 

mesada pensional de conformidad con lo establecido en la Ley 71 de 1988, sino atendiendo 

a la norma vigente desde el 30 de junio de 1995, esto es el artículo 14 de la Ley 100 de 

1993.  

Lo anterior habida cuenta que el porcentaje de reajuste de la mesada pensional no es un 

derecho adquirido y a que es el legislador quien decide, con la autonomía que le es propia 

política, de qué manera reajustar periódicamente el valor pensiones, de tal forma que no 

hay lugar aquí para la aplicación del principio de favorabilidad en materia laboral del que 

trata el artículo 53 superior, como pretende hacer ver la accionante. 

 

AL DÉCIMO CUARTO: Es cierto lo dicho por la accionante.   

 

PRONUNCIAMIENTO EXPRESO A LAS PRETENSIONES 

 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones de la demanda, ya que éstas carecen 

de todo fundamento legal y jurídico, afirmaciones que se sustentan en que: 

1. El acto administrativo acusado se encuentra legal y constitucionalmente ajustado a 

derecho y en concordancia con las normas que los rigen. Por tanto, dichos actos no 

son pasibles de ser anulados por el operador judicial que conoce del proceso aquí 

debatido, cuando frente a estos no se materializó ninguna de las causales de nulidad 

previstas en el artículo 137 del CPACA. 

2. Dentro del presente proceso no existe prueba que logre desvirtuar la presunción de 

legalidad que ampara al acto acusado, ni mucho menos que logre llevar al Despacho 

a la certeza incontrovertible de que mi representado haya incurrido en alguna causal 

de nulidad con la expedición del acto que niega el reconocimiento y pago del reajuste 

de la mesada pensional de la actora, atendiendo a lo dispuesto en el artículo 1° de 

la Ley 71 de 1988, esto es de conformidad con el incremento del salario mínimo. 

3. La fórmula aplicada para realizar el reajuste de la mesada pensional no constituye 

un derecho adquirido, por el contrario, es considerado como una herramienta no 

estática, ateniendo la facultad constitucional del legislador de regular el método para 

reajustar la mesada pensional. 

4. Así las cosas, la Ley 100 de 1993, la cual derogó tácitamente lo dispuesto por el 

artículo 1° de la Ley 71 de 1988, y las normas posteriores que sustituyan lo en ella 

dispuesto pueden regular el sistema general en lo referente al método aplicable para 

realizar el reajuste de la mesada pensional. Específicamente, a partir de su entrada 

en vigencia, las pensiones reconocidas antes y después de dicha Ley se deben 

reajustar conforme a los establecido en su artículo 14, lo que significa que el referido 

reajuste se produce anualmente según la variación porcentual de IPC. En 

consecuencia, para el caso en concreto, no es procedente apelar al principio de 

favorabilidad. 

5. Es preciso aclarar a la accionante que en el proceso que nos acoge, la Universidad 

del Atlántico no ejerció el mecanismo de la revocatoria directa sobre Resolución No. 

000384 del 11 de mayo de 1992, por medio del cual se le reconoció a la accionante 

el reajuste de su mesada pensional. Por el contrario, el reajuste atiende a la 

aplicación de la Ley 100 de 1993, la cual derogó tácitamente a las Leyes anteriores 

en lo relacionado con el porcentaje aplicable para reajustar la mesada pensional por 

lo que en cualquier caso deberá darse prevalencia al derecho sustancial sobre el 

formal, según el cual la forma correcta de incremento pensional es la establecida en 

la Ley 100 de 1993. 
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6. Por lo tanto, la Universidad del Atlántico, no puede emitir un nuevo acto 

administrativo, mediante el cual reconozca a la accionante un derecho a que su 

reajuste se haga de conformidad con lo dispuesto en la Ley 71 de 1988 (incremento 

del salario mínimo), pues estaría actuado en evidente contraposición de las normas 

superiores.  

7. Por sustracción de materia, si no es procedente el reconocimiento del reajuste de la 

mesada pensional pretendido, tampoco lo sería el pago de las diferencias e intereses 

moratorios y de la pretendida indexación que de ello se deriva.  

8. De igual forma, es preciso señalar que la Universidad del Atlántico se opone a una 

eventual condena en costas, agencias en derecho, por cuanto la parte actora no tiene 

derecho a las pretensiones de su demanda frente a mi mandante y, además, porque 

no acredita los gastos en que presuntamente incurrió́ para la presentación de esta 

demanda, conforme lo exigen las normas procesales. 

9. En el caso eventual que se considere que existen méritos para conocer las 

pretensiones de la demandad, deberá decretarse la prescripción de estos derechos, 

toda vez que la jurisprudencia del Consejo de Estado ha sido clara en determinar que 

aun si el derecho a la pensión es imprescriptible, en el caso de los créditos y las 

mesadas pensionales, deben ser reclamados durante un lapso determinado de tres 

años, so pena de perder el derecho.  

En consideración a lo manifestado, me permito solicitar de usted, señor Juez, con todo 

respeto, absuelva a mi representada de todo cargo hecho en la demanda y condene a la 

parte actora en costas por su manifiesta temeridad. 

 

CONSIDERACIONES FACTICAS Y JURIDICAS DE LA DEFENSA 

 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones de la demanda, ya que estas carecen 

de todo fundamento legal y jurídico, afirmaciones que se sustentan en que: 

1. NO LE ASISTE RAZÓN A LA DEMANDANTE AL PRETENDER EL REAJUSTE 

PENSIONAL DE CONFORMIDAD CON LO ESTABLECIDO EN LA LEY 71 DE 1988. LA 

FORMULA PARA REJUSTAR LA MESADA PENSIONAL NO ES UN DERECHO 

ADQUIRIDO. 

Se observa que durante el desarrollo del escrito de la demanda que hoy nos acoge, la parte 

actora fundamenta sus pretensiones sobre el entendido que el porcentaje de reajuste de 

la mesada pensional es un derecho adquirido, y por tanto debe ser pagado de conformidad 

con lo establecido en el artículo 2° de la Resolución No. 000384 del 11 de mayo de 1992 

que indica a la letra lo que sigue: 

“ARTICULO SEGUNDO:  La pensión de Jubilación a la que tiene derecho la Señora VICTORIA 
ELENA JIMENO DE RÍOS, se reajustará de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que 
sea incrementado por el Gobierno el salario minimo legal mensual de conformidad a lo 
establecido en la Ley 71 de Diciembre de 1988.” 

Contrario a sus consideraciones, es menester indicar que existe una regla clara en cuanto 

a la naturaleza del porcentaje de reajuste pensional y a la aplicación en el tiempo del 

método correspondiente para ello. En efecto, la jurisprudencia de las altas cortes ha sido 

enfática al determinar que este factor no puede en ningún caso ser considerado como un 

derecho adquirido y, por tanto, teniendo el legislador la facultad de regular el método para 

reajustar la mesada pensional, debe ser aplicable el método que en la actualidad se 

encuentre vigente, siendo este el dispuesto por el artículo 14 de la Ley 100 de 1993. Lo 

anterior, atendiendo a las siguientes consideraciones: 
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1.1 SOBRE LA NATURALEZA DEL PORCENTAJE DE REAJUSTE PENSIONAL 

1.1.1. DE LA DISTINCIÓN ENTRE DERECHOS ADQUIRIDOS Y MERAS 

EXPECTATIVAS. 

 
En primera medida, resulta necesario establecer la distinción entre el concepto de derecho 

adquirido y expectativa legítima frente a aquellas situaciones individuales y subjetivas que, 

como la de la demandante, fueron consolidadas antes de la entrada en vigencia de la Ley 

100 de 1993.  

Al respeto, la Corte Constitucional ha sido constante en su definición de derecho adquirido, 

por ejemplo, la otorgada en la sentencia C-596 del 17 de marzo de 1977. La expresión 

“derechos adquiridos” se entiendo entonces como “aquellas situaciones individuales y subjetivas 

que se han creado y definido bajo el imperio de una ley, y que por lo mismo han creado a favor de sus 
titulares un cierto derecho que debe ser respetado.”6  En el mismo sentido, en la sentencia C-242 de 

2009, enriquece la anterior definición al especificar que dicho derecho subjetivo “(…) debe ser 
respetado frente a las leyes posteriores que no puede afectar lo legítimamente obtenido al amparo de 

una ley anterior”7 

Atendiendo a esta idea es que el inciso sexto del artículo 48 de la Constitución política, 

incluido por el artículo 1° del Acto legislativo 1 de 2005, consagrar “el respeto por los 

derechos adquiridos en materia pensional”, otorgándole de esta manera una especial 

protección constitucional. 

Contrariamente, la Corte Constitucional definió las meras expectativas como “aquellas 

probabilidades de adquisición futura de un derecho que, por no haberse consolidado, pueden 

ser reguladas por el legislador, con sujeción a parámetros de justicia y de equidad”8 

Así las cosas, tenemos que la diferencia entre el uno y el otro recae principalmente su 

consolidación en vigencia de las normas particulares que rigen la situación particular. En ese 

sentido la Corte afirma que esta distinción implica que: 

“El derecho adquirido se incorpora de modo definitivo al patrimonio de su titular y queda a 

cubierto de cualquier acto oficial que pretenda desconocerlo, pues la propia Constitución lo 
garantiza y protege; no ocurre lo mismo con la expectativa que, en general, carece de relevancia 
jurídica y, en consecuencia, puede ser modificada o extinguida por el legislador. Y es en esta 
última categoría donde debe ubicarse la llamada 'condición más beneficiosa'9 

En concordancia con lo considerado por la H. Corte Constitucional, la Ley 100 de 1993, 

dispuso, en materia de pensiones, la salvaguarda de aquellas situaciones que se hubiere 

consolidado para la fecha en la que la misma entró en vigencia, en los siguientes términos: 

 
“ARTÍCULO  11. Campo de aplicación. El Sistema General de Pensiones, con las excepciones 
previstas en el artículo 279 de la presente Ley, se aplicará a todos los habitantes del territorio 
nacional, conservando adicionalmente todos los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y 

beneficios adquiridos y establecidos conforme a disposiciones normativas anteriores para 
quienes a la fecha de vigencia de esta Ley hayan cumplido los requisitos para acceder a una 
pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, sustitución o 
sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial, en todos sus órdenes, del Instituto 

de Seguros Sociales y del sector privado en general. 
 
Para efectos de este artículo se respetarán y por tanto mantendrán su vigencia los 

 
6 Corte Constitucional, sentencia C-596  del 17 de marzo de 1977 M.P. Vladimiro Naranjo Mesa; 
7 Corte Constitucional Sección segunda, sentencia C-242 de 2009 
8 Ibidem.  
9 Corte Constitucional, Sentencia No. C-168 de 1995; en el mismo sentido Corte Constitucional, Sentencia C-926 de 2000 , M.P. Carlos Gaviria Díaz 
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derechos adquiridos conforme a disposiciones normativas anteriores, pacto o 

convención colectiva de trabajo. Lo anterior será sin perjuicio del derecho de denuncia que 

les asiste a las partes y de que el tribunal de arbitramento dirima las diferencias entre las 

partes.”  (Subraya y en negrilla fuera del texto original).  
 

De conformidad con la norma precedente, tal como la accionante, las personas pensionadas 

con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 100, esto antes del 1° de abril de 1994 

a nivel nacional, o hasta el 30 de junio de 1995 para el nivel departamental, distrital o 

municipal, conservarían todos los derechos y garantías de conformidad con las normas 

anteriores. 

La anterior idea ha sido reafirmada por la jurisprudencia del Consejo de Estado en múltiples 

ocasiones, especialmente en la sentencia al afirmar en un caso análogo que: 

“Los pensionados que adquirieron el derecho bajo normas anteriores, mantienen la prestación en 
los términos en que les fue reconocida por tratarse de un derecho adquirido, subjetivo, que debe 

ser respetado “frente a Leyes posteriores que no puede afectar lo legítimamente obtenido al 

amparo de una Ley anterior. Presuponen la consolidación de una serie de condiciones 
contempladas en la Ley, que permiten a su titular exigir el derecho en cualquier momento”10 
(subrayado fuera del texto original) 

Lo anterior, resulta aplicable igualmente en los casos donde la pensión, tal como el caso que 

nos acoge fue reconocida en virtud de una norma extralegal, como lo es una convención 

colectiva de trabajo. Al respecto, el Consejo de Estado consideró que, en aplicación del 

artículo 146 de la Ley 100 de 1993, referente a las situaciones definidas por disposiciones 

municipales o departamentales, norma que fue declarada exequible mediante providencia: 

“Así pues, como lo determina expresamente el inciso primero del artículo 146 de la ley 100, 

las situaciones jurídicas de carácter individual definidas con anterioridad a la presente ley, en 
materia de pensiones de jubilación extralegales, continuarán vigentes, con lo cual se 
desarrolla el mandato constitucional que ampara los derechos adquiridos, ya que las 
situaciones que se consolidaron bajo el amparo de la legislación preexistente no son 

susceptibles de ser alteradas o modificadas por la nueva ley.”11 

 

1.1.2. SOBRE LOS FACTORES PENSIONALES SOBRE LOS CUALES SE 

CONSTITUYE UN DERECHO ADQUIRIDO. 

Así las cosas, se tiene que las condiciones de la accionante encuadran dentro de los 

presupuestos establecidos en el artículo 146 de la Ley 100 de 1993, puesto que, para el 

reconocimiento de su pensión de jubilación mediante la Resolución No. 000384 del 11 de 

mayo de 1992, le fue aplicado lo dispuesto en la convención colectiva de trabajo de 5 de 

abril de 1976; por lo que su situación jurídica se encontraba definida con anterioridad a la 

entrada en vigor del sistema general de pensiones para los servidores públicos del nivel 

departamental, municipal y distrital, el 30 de junio de 1995, con base en disposiciones 

municipales o departamentales en materia de pensiones de jubilación extralegales en favor 

de personas vinculadas laboralmente a las entidades territoriales o a sus organismos 

descentralizados.  

En respeto de ese derecho adquirido es que mi representada, la Universidad del Atlántico, 

reconoció y pagó a partir del primero de febrero de 1992, con una mesada inicial de 

$404.515,00 equivalente al 100%, de su ultimo sueldo devengado; y hasta la fecha, ha 

continuado realizando el pago de la correspondiente mesada pensional a la señora Victoria 

Jimeno, tal como lo afirma la accionante en los hechos de la demanda. 

 
10Corte Constitucional, sentencia C-242 de 1 de abril de 2009, M.P. Dr. Mauricio González Cuervo 
11 Consejo de Estado, sentencia del 17 de abril de 2008, C.P. Dr. Jaime Moreno Garcia. 
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Por otra parte, el artículo 53 de la constitución establece en los siguientes términos el 

derecho a pago y reajuste de la pensión: 

“ARTICULO 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá 
en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: 

(…) 

El estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones 
legales.” 

Así las cosas, se puede concluir que además del derecho que tiene todo pensionado a que 

se le reconozca un derecho pensional de conformidad con los requisitos que a la fecha de 

consolidación se encuentren vigentes, estos también gozan de un derecho adquirido a al 

pago oportuno, y al respectivo reajuste periódico de la mesada pensional, en este caso de 

la pensión de jubilación convencional. 

 Es bajo esa línea que el Consejo de Estado ha reiterado en múltiples oportunidades, el 

respeto a las situaciones consolidadas y los derechos que de ello se derivan: 

“Los pensionados que, (…), adquirieron el derecho bajo normas anteriores, mantienen la 
prestación en los términos en que les fue reconocida por tratarse de un derecho adquirido, 
subjetivo, que debe ser respetado “frente a Leyes posteriores que no puede afectar lo 
legítimamente obtenido al amparo de una Ley anterior. Presuponen la consolidación de una serie 
de condiciones contempladas en la Ley, que permiten a su titular exigir el derecho en cualquier 
momento .”12 

Ahora bien, en la misma jurisprudencia en cita la corporación fue contundente a precisar 

que en los demás aspectos, los pensionados con anterioridad a la vigencia del Sistema, están 

sometidos a la normativa vigentes13que regulen los aspectos subyacentes a su derecho 

pensional. Incluido entre estos el porcentaje de reajuste, cuya naturaleza es la de una 

“probabilidad de adquisición futura de un derecho”.  

1.2. EL PORCENTAJE DE REAJUSTE PENSIONAL ES UNA MERA EXPECTATIVA: EL 

METODO SE APLICA TANTO A LAS SITUACIONES CONSOLIDADES CON 

ANTERIORIDAD A ENTRADA EN VIGENCIA DE LA LEY 100 DE 1993, COMO 

AQUELLAS ORIGINADAS TRAS SU ENTRADA EN VIGOR. 

Afirma la accionante que causado su derecho en la vigencia de la Ley 71 de 1988, es de 

conformidad lo dispuesto en esta norma jurídica que la Universidad del Atlántico debe 

continuar realizando el reajuste de la mesada pensional de su pensión vitalicia de jubilación.  

Al respecto, el artículo 1° de la Ley 71 de 1988, estableció el reajuste de las pensiones en 

forma oficiosa en mismo porcentaje en que sea incrementado el salario mínimo mensual 

vigente, utilizando los siguientes términos: 

“Artículo 1 .- Las pensiones a que se refiere el artículo 1o. de la ley 4a. de 1976, las de 
incapacidad permanente parcial y las compartidas, serán reajustadas de oficio cada vez y con 
el mismo porcentaje en que sea incrementado por el Gobierno el salario mínimo legal mensual. 

Parágrafo.- Este reajuste tendrá vigencia simultánea a la que se fija para el salario mínimo.”  

No obstante, con posterioridad a dicha disposición y atendiendo a los dispuesto en el artículo 

 
12 Consejo de Estado Sección segunda. Sentencia del 2 de mayo de 2013, C.P. Dra. Bertha Ramirez  
13 Ibidem.  
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53 constitucional y la entrada en vigencia del sistema de seguridad social y la inclusión de 

los afiliados de conformidad con el artículo 11 de la Ley 100 de 1993, el legislador estableció 

en el artículo 14 de la misma, el nuevo método aplicado para el reajuste anual de la mesada 

pensional: 

“ARTÍCULO  14. Reajuste de Pensiones. Con el objeto de que las pensiones de vejez o de 

jubilación, de invalidez y de sustitución o sobrevivientes, en cualquiera de los dos regímenes del 
sistema general de pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, se reajustarán 
anualmente de oficio, el 1o. de enero de cada año, según la variación porcentual del Índice de 
Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior. No 
obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea igual al salario mínimo legal mensual vigente, 
serán reajustadas de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que se incremente dicho 
salario por el Gobierno.” 

Ahora bien, es cierto que para la fecha en la que le fue reconocida la pensión de jubilación 

a la accionante, esto es 1992, se encontraba aún vigente las disposiciones de la Ley 71 de 

1988, toda vez que para el Departamento del Atlántico la Ley 100 de 1993 comenzó a regir 

a partir del 30 de junio de 1995. No obstante, la Corte Constitucional, mediante la Sentencia 

C-387 de 1994, precisó que, en relación con el ajuste anual de la mesada pensional, 

los pensionados no gozan de un derecho adquirido sino de una mera expectativa. 

Sobre el particular indico en la providencia en cita que: 

“De acuerdo con la Constitución (art. 53), tienen derecho a que se les reajuste su pensión en la 
cuantía que determine la ley, sin que por ello se desconozca el artículo 58 ibidem, pues no hay 
derechos adquiridos sobre el factor o porcentaje en que se deben incrementar las pensiones, 
sino meras expectativas. Por tanto, la ley bien puede modificar las normas que consagran 
la proporción en que se realizarán los aumentos de las mesadas 
pensionales.”14 (Subrayado y en negrilla fuera del texto original) 

Es claro entonces que el juez administrativo, en el fallo traído a colación, realizó una 

distinción notable entre el derecho adquirido al reajuste de la pensión y al método que para 

ello se aplique. Lo que implica que todo pensionado tiene el derecho de solicitar que se 

ejecute el reajuste periódico de su mesada pensional, más no a que se aplique el método 

que considere sino el que deba por ley aplicársele. 

De esta manera, el hecho de que el porcentaje de reajuste de la mesada pensional no sea 

un derecho adquirido, implica necesariamente que el sistema erigido por la Ley 100 de 1993 

puede regular válidamente la proporción de reajuste de la prestación otorgada. 

Así lo consideró la Corte constitucional en la Sentencia C-110 de 2006, al señalar que: 

“A partir del 1.° de enero de 1989 y hasta la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, todas 
las pensiones que fueron reconocidas en el país, tanto en el sector público como en el privado, 
se reajustaron anualmente conforme a la formula prevista en la Ley 71 de 1988, esto es, en el 
mismo porcentaje en que se incrementó por el Gobierno el salario mínimo legal mensual. Con 
la expedición de la Ley 100 de 1993 y su entrada en vigencia, las pensiones 
reconocidas antes y después de dicha ley, se vienen reajustando en la forma prevista 

por su artículo 14 y teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos 142 y 143 ibídem, 
lo que significa que el referido reajuste se produce anualmente según la variación 
porcentual del Índice de Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año 
inmediatamente anterior, más la mesada adicional y el reajuste equivalente a la 
elevación en la cotización para salud, a favor de los pensionados con anterioridad al 

1° de enero de 1994” 

Es claro entonces que el reajuste pensional previsto en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, 

no afecta los derechos adquiridos de quienes se pensionaron con anterioridad a la vigencia 

 
14 Corte Constituciones. Sentencia C-387 de 1994 
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del Sistema General de Pensiones porque la prestación se mantiene en los términos en que 

fue reconocida, diferente es que el reajuste de la mesada se realice con la fórmula 

prevista en la normativa vigente atendiendo a dos hechos: 

i) Que el legislador tiene la potestad constitucional de configurar el método para 

realizar el reajuste de la mesa da pensional. 

ii) Y que, dicho margen de configuración debe atender siempre al cumplimiento de 

la finalidad del reajuste, esto es mantener el poder adquisitivo de las mesadas 

pensionales reconocidas.  

1.2.1. DEL MARGEN DE CONFIGURACIÓN DEL LEGISLADOR EN MATERIA DE 

REAJUSTE PENSIONAL 

Como se ha reiterado a lo largo del escrito de la contestación, el artículo 53 constitucional 

si bien consagra el derecho al reajuste periódico de la mesada pensional, nada menciona 

sobre el método que debe aplicarse para ello. El artículo 48 constitucional establece 

claramente que: 

“La ley definirá los medios para que los recursos destinados a pensiones mantengan su poder 

adquisitivo constante.” 

Bajo esta premisa, el constituyente impuso al legislador el deber general de actualizar el 

monto de las pensiones para que fuesen consistentes con el fenómeno de la pérdida del 

poder adquisitivo de la moneda, pero no impuso un modelo específico de actualización, 

motivo por el cual el Congreso cuenta con un amplio margen de configuración para fijar las 

fórmulas específicas a través de las cuales se materializa este deber genérico, sin que se 

encuentre obligado a acoger un esquema económico determinado.  

Así las cosas, es lógico que el legislador establezca un método de actualización distinto o 

diferenciado para las pensiones en atención a su monto, por cuanto ello se encuentra dentro 

de su margen de configuración. Lo anterior tal como lo expreso la Corte constitucional en 

sentencia C-435 de 2017 a cuyo texto nos remitimos.  

En consecuencia, el legislador bien dispuso actualizar su método para realizar el reajuste de 

la mesada pensional del configurado en el artículo 1° de la Ley 71 de 1988 al consagrado en 

el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, hoy vigente; no por un capricho, como lo hace entrever 

la accionante, sino atendiendo a la finalidad de dicho mecanismo.   

1.2.2. DE LA FINALIDAD DEL PORCENTAJE DE REAJUSTE PENSIONAL  

El artículo 48 constitucional, no solo otorga al legislador un amplio margen de configuración 

en el método o porcentaje para determinar el reajuste pensional, así mismo le impone que 

dicho método no puede ser adoptado al arbitrario, sino que, por el contrario, debe atender 

al fin último de mantener el poder adquisitivo de la mesada pensional. 

Sobre este punto, la jurisprudencia administrativa ha sido claro a establecer la naturaleza 

de las fórmulas aplicadas para el reajuste de las mesas pensionales, denominándolas como 

“no estáticas”. Lo anterior mediante una reciente Sentencia de fecha del 2 de mayo de 2013, 

en los siguientes términos: 

“Las fórmulas aplicadas para el reajuste de las mesadas pensionales no son estáticas 
debido a que su único objetivo es mantener el poder adquisitivo y por ello, deben atender 

políticas económicas que aseguren, además, la sostenibilidad, universalidad y demás principios 
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que rigen el Sistema General de Pensiones.”15(subrayado y en negrilla fuera del texto) 

En ese sentido, al Corte Constitucional valoró que el método establecido por el artículo 14 

de la Ley 11 de 1993, es un método idóneo para mantener el poder adquisitivo de la mesada 

pensional: 

“El IPC sí sirve como indicador para mantener el poder adquisitivo, hasta el punto de que 
precisamente la Corte ya ha advertido que el reajuste salarial que decrete nunca podrá ser 
inferior al porcentaje del IPC del año que expira.     

En este sentido, resulta pertinente llamar la atención sobre el hecho de que, como 
detalladamente lo explicó en su intervención, el DANE calcula el IPC basado en la comparación 
del costo de una canasta predeterminada de alimentos e insumos que se considera que definen 

el consumo básico de los colombianos. Mientras que, de manera paralela, el Estado establece 
año a año el salario mínimo, idealmente por vía de una negociación con los trabajadores o, en 
su defecto, por vía unilateral, pero no exclusivamente con el propósito de asegurar el 
poder adquisitivo frente a la inflación, sino también teniendo en cuenta la 

productividad y otros factores con el propósito de lograr objetivos de productividad 
y mejorar de calidad de vida. De tal manera que, de cuando le corresponda hacerlo en razón 
de la falta de consenso, el Gobierno Nacional debe fijar el salario mínimo teniendo en cuenta 

como parámetros la meta de inflación del siguiente año fijada por la Junta del Banco de la 
República y la productividad acordada por el comité tripartito de productividad que coordina el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; además, la contribución de los salarios al ingreso 
nacional, el incremento del producto interno bruto (PIB) y el índice de precios al consumidor 
(IPC)”.16 

Así las cosas, no puede pretender la accionante que mi representada, la Universidad del 

Atlántico, continúe ejecutando el reajuste de la mesada pensional reconocida mediante 

Resolución No. 000384 del 11 de mayo de 1992, de conformidad con el método dispuesto 

en el artículo 1° de la Ley 71 de 1988, vigente para ese momento. Lo anterior, toda vez 

que: 

1. En primer lugar, el método de reajuste no es un derecho adquirido y por tanto si el 

legislador consagra un nuevo método en la ley, al considerar que con este se 

continúa manteniendo el poder adquisitivo de la mesada pensional, es con este 

nuevo método que la Universidad del Atlántico debe continuar realizando el 

reajuste.  

2. Que, en gracia de discusión, era desde el año 1995 que mi poderdante debió realizar el 

cambio en el método aplicado para dicho reajuste. Por lo tanto, que lo haya hecho a 

partir del año 2000 no invalida tal actuación y responde única y exclusivamente al 

respeto de mandatado constitucional que el articulo 48 y 53 de la constitución imponen 

a las entidades encargadas del reconocimiento y pago de derecho pensional, en el caso 

de la señora accionante, a una pensión vitalicia de jubilación actualizada conforme a los 

parámetros legales.  

2. SOBRE LA INAPLICABILIDAD DEL PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD 

Al respecto, el artículo 53 de la Constitución Política y el 21 del Código Sustantivo de 

Trabajo señalan que el principio de favorabilidad en materia laboral consiste en el deber 

que tiene toda autoridad tanto judicial como administrativa de optar por la situación 

más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las 

fuentes formales del derecho. Igualmente, este principio se aplica inclusive cuando una 

sola norma admite diversas interpretaciones. 

 
15 Consejo de Estado. Sección segunda. Sentencia del 2 de mayo de 2013. C.P Dra. Bertha Ramirez. 
16 Corte Constitucional. Sentencia C-435 de 2017. M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero 
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Ahora bien, de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, especialmente 

en la sentencia C-168 de 1995, esta corporación preciso la aplicación del principio de 

favorabilidad con relación a los derechos adquiridos y a las expectativas legitimas, en los 

siguientes términos: 

“El derecho adquirido se incorpora de modo definitivo al patrimonio de su titular y queda a 

cubierto de cualquier acto oficial que pretenda desconocerlo, pues la propia Constitución lo 
garantiza y protege; no ocurre lo mismo con la expectativa que, en general, carece de relevancia 
jurídica y, en consecuencia, puede ser modificada o extinguida por el legislador. Y es en esta 
última categoría donde debe ubicarse la llamada 'condición más beneficiosa” 

No obstante, para el caso que específico que nos apremia, referente al de porcentaje de 

reajuste pensional el Consejo de Estado establece que el principio de favorabilidad no 

resulta procedente para la aplicación del método para el reajuste de la mesada pensional: 

“La Sala encuentra que en el inciso segundo del artículo 53 superior lo que constituyente hizo 

fue incluir dentro de los principios mínimos que el legislador debe tener en cuenta al momento 
de expedir el estatuto del trabajo, un mandato de optimización o prevalencia según el cual se 
debe privilegiar la situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e 

interpretación de las fuentes formales de derecho.  De donde se desprende, con absoluta 
claridad, que éste principio aplica exclusivamente a los trabajadores pero, además, que se 
refiere a la aplicación e interpretación de las fuentes formales del derecho, que para este caso, 
interpretando la demanda, serían los incisos sexto (6°) y octavo (8°) del artículo 48 
constitucional, en donde expresamente se señala que la ley debe definir los medios para que 
los recursos destinados a pensiones mantengan su poder adquisitivo constante y que sin 

perjuicio de los descuentos, deducciones y embargos a pensiones ordenados de acuerdo con la 
ley, por ningún motivo podrá dejarse de pagar, congelarse o reducirse el valor de la mesada 
de las pensiones reconocidas conforme a derecho; así como el inciso 3° del artículo 53, en el 
que se garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales. 
(…) Por lo tanto, la Corte considera que el actor hace un uso indebido del principio de 
favorabilidad para efectos de interpretar de manera equivocada, e incluso contraria a su texto, 
las normas constitucionales que invoca como vulneradas, en donde, como bien lo señalaron 

diferentes intervinientes, de ninguna manera se obliga al legislador a elegir el método de 
actualización de las pensiones que garantice su poder adquisitivo constante de la forma más 
conveniente posible. 

(…) 

Por lo tanto, se concluye que además de que la propia Constitución faculta al legislador a 
decidir, con autonomía política, de qué manera reajustar periódicamente el valor pensiones, de 
tal forma que no hay lugar aquí para la aplicación del principio de favorabilidad en materia 
laboral del que trata el artículo 53 superior, en todo caso los índices o referencias de 
actualización a los que acudió el legislador para actualizar las pensiones de forma diferenciada 

según su valor (IPC y SMLMV) tienen un origen, una explicación y unos propósitos diferentes, 
al mismo tiempo que se relacionan entre ellos de una forma particular.”17 

Por lo tanto, se concluye que además de que la propia Constitución faculta al legislador a 

decidir, con autonomía política, de qué manera reajustar periódicamente el valor pensiones, 

encontramos que no hay lugar aquí para la aplicación del principio de favorabilidad en 

materia laboral del que trata el artículo 53 superior, asunto más que decantado 

jurisprudencialmente, por lo que no resta más al señor juez que denegar la pretendido en 

esta litis. 

 
17 Corte Constitucional. Sentencia C-435 del 2017. M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero 
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3. NO EXISTIO UNA REVOCATORIA DIRECTA DEL ACTO: LA LEY 71 DE1988 FUE 

DEROGADA POR LAS DISPOSICIONES POSTERIORES HOY VIGENTES, LAS DE 

LA LEY 100 DE 1993. 

Afirma la accionante que mi representada decidió de manera unilateral y arbitraria y sin que 

mediara consentimiento previo, expreso y escrito de la señora Jimeno, ni un fallo judicial, 

revocar el artículo segundo de la Resolución No. 000384 del 11 de mayo de 1992, de 

conformidad con el cual el reajuste de su mesada pensional debía realizarse de oficio cada 

vez y con el mismo porcentaje que sea incrementado el salario mínimo por el Gobierno 

nacional, de conformidad con la Ley 71 de 1988.   

Sobre este punto, es claro el hecho que de conformidad con la jurisprudencia del Consejo 

de Estado, el porcentaje de reajuste pensional no es considerado como un derecho adquirido, 

pues atendiendo a su finalidad, que es mantener el poder adquisitivo de las mesadas 

pensionales en el tiempo y al margen de configuración el legislador, el criterio del incremento 

del IPC responde a las exigencias que el sistema legal le impone. 

Ahora bien, es menester hacerle ver al accionante que recaen un error al confundir dos 

figuras jurídicas, estas son la derogatoria y la revocatoria directa. Lo anterior toda vez mi 

representada NO realizó ningún acto de revocatoria directa, en cambio aplicó la norma que 

derogó tácitamente el artículo 1° de la Ley 71 de 1988, esto es el artículo 14 de la Ley 100 

de 1993.  

Al respecto, resulta necesario establecer algunas precisiones: 

En un lado, la revocatoria directa de los actos particulares, tal como lo desarrolla la 

accionantes el escrito de la demanda, es un mecanismo jurídico que permite a las entidades 

administrativas revocar sus propios actos administrativos. Se encuentra regulada en el 

artículo 93 del CPACA y subsiguientes, y cuya procedencia debe responder al cumplimiento 

de unos supuestos facticos específicos.  

Por el contrario, la derogatoria es una figura jurídica a través de la cual una ley posterior 

deja sin efectos una anterior, ya sea de forma expresa, o tacita. Particularmente sobre la 

segunda, hay derogación tacita cuando las disposiciones de la ley que deroga no pueden 

concertarse con las de la ley anterior, es decir que van en contravía con lo establecido en 

la nueva ley. Al respecto el inciso 2° del artículo 71 del código civil señala: 

(La derogación)”es tácita, cuando la nueva ley contiene disposiciones que no pueden conciliarse 
con las de la ley anterior.” 

En ese orden de ideas, la ley es derogada por el congreso, quien emite una nueva ley con 

la que deroga una anterior que versaba sobre los mismos asuntos o aspectos. Es esto lo 

que ocurrió con la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, cuyo artículo 14 derogó 

tácitamente lo dispuesto por el artículo 1° de la Ley 71 de 1993, que disponía como método 

para el reajuste de la pensión el incremento del salario mínimo en los siguientes términos: 

“ARTÍCULO 1.- Las pensiones a que se refiere el artículo 1o. de la ley 4a. de 1976, las de 
incapacidad permanente parcial y las compartidas, serán reajustadas de oficio cada vez y con 
el mismo porcentaje en que sea incrementado por el Gobierno el salario mínimo legal mensual.” 

Evidentemente, a partir de la entrada en vigencia de la Ley 100 del 1993, para el 

Departamento del Atlántico, el 30 de junio 1995, el artículo 1° de la Ley 71 de 1988 fue 

derogado tácitamente y, por tanto, no le correspondía a ninguna entidad encargada del 

reconocimiento y pago de derechos pensionales, continuar realizando el reajuste de la 

mesada pensional tomando el incremento del salario mínimo sino el del IPC anual.  
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Así las cosas, desde esa fecha es el método consagrado en el artículo 14 de la Ley 100 de 

1993, el cual debe ser aplicable a toda mesada pensional para su reajuste, ya sea sobre 

una situación jurídica consolidada antes de la entrada en vigencia de esta disposición y con 

más razón para una consolidada con posterioridad a aquella. Por lo tanto, mi representante, 

continúo realizando el reajuste a partir del año 2000, de conformidad con la literalidad de 

dicho artículo: 

“ARTÍCULO  14. Reajuste de Pensiones. Con el objeto de que las pensiones de vejez o de 
jubilación, de invalidez y de sustitución o sobrevivientes, en cualquiera de los dos regímenes 
del sistema general de pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, se reajustarán 
anualmente de oficio, el 1o. de enero de cada año, según la variación porcentual del Índice de 

Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior (…)” 

En virtud de lo anterior, mi poderdante actuó de conformidad con las normas legales vigentes 

al aplicar el reajuste de la mesada pensional. Para lo que, no necesitaba el consentimiento 

de la accionante para realizar el cambio de método y en consecuencia no es una circunstancia 

que vulnere derecho alguno de la accionante.  

4. NO ES PROCEDENTE EL RECONOCIMIENTO Y PAGO DE INTERESES 

MORATORIOS E INDEXACION PRETENDIDOS 

En sentido general, los intereses moratorios se han erigido en el ordenamiento como el 

medio para indemnizar al acreedor de una obligación, por la mora en la que ha incurrido el 

deudor en el pago de la prestación a su cargo y por la devaluación que ha sufrido la 

obligación dineraria con ocasión al tiempo transcurrido desde el momento en que debió 

cumplirse. Así lo ha reseñado el Consejo de Estado, en sentencia de 14 de abril de 2013: 

“En efecto, en los términos del artículo 1625 del Código Civil, uno de los modos de extinguir 
las  obligaciones es  la  solución o  pago efectivo  que  corresponde  al  cumplimiento  de  la 
prestación debida (artículo 1626 ibídem), pago que deberá hacerse en conformidad al tenor de 

la obligación (1627 eiusdem) y, por lo mismo, si ella no se cumple dentro del término oportuno 
estipulado por la partes o previsto en la ley, se incurre en una tardanza con relevancia jurídica, 
denominada por el ordenamiento “mora”, que constituye un estado de incumplimiento del 
contrato y produce un daño al acreedor por el cual el deudor se encuentra en el deber de 

reparar. 

De ahí que, en las voces del artículo 1608 del Código Civil transcurrido el plazo o término para 

el pago de una obligación positiva sin que se hubiere éste realizado en la oportunidad debida, 
por esa sola circunstancia, se incurre en mora, salvo que la ley o el contrato exija requerimiento 
o reconvención para tal efecto y no se hubiere renunciado. Este precepto, claramente dispone 
que el “deudor está en mora. 1. Cuando no ha cumplido la obligación dentro del término 
estipulado; salvo que la ley, en casos especiales, exija que se requiera al deudor para 
constituirlo en mora”.  

Es decir, cuando la obligación incumplida es de índole dineraria, la indemnización de perjuicios 
por la mora está constituida por el pago de intereses, tal y como lo determina el artículo 1617 
del Código Civil, de conformidad con el cual “[e]l acreedor no tiene necesidad de justificar 

perjuicios cuando solo cobra intereses; basta el hecho del retardo” 

En consonancia con lo anterior, en Sentencia de primero (1) de julio de 1999, la misma 

corporación indicó: 

“Por medio del cobro de los intereses moratorios se pretende indemnizar al acreedor por los 
perjuicios que le causó el incumplimiento del deudor, en el pago de una suma de dinero, 
perjuicio que se presume y cuya cuantía no está en el deber de demostrar, sea porque se 
pactaron entre las partes, o porque se aplica la regulación legal.” 
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Se tiene entonces que el reconocimiento y pago de intereses moratorios va precedido del 

incumplimiento de la prestación a cargo de la contraparte, procediendo únicamente cuando 

se está en mora de dicho cumplimiento. 

Es evidente entonces que, la obligación a la que se refiere el caso sub examine, ha sido 

cumplida cabalmente por parte de la Universidad del Atlántico, con arreglo a la normatividad 

vigente y aplicable, de donde resulta infundada su aspiración de reconocimiento de 

intereses moratorios. 

De esta manera, al no haber incumplimiento de la obligación, no es posible indemnizar los 

perjuicios por la presunta mora, es decir, reconocer intereses moratorios, habida cuenta de 

que obrar en contrario implicaría reparar un daño que no se ha causado. 

Así las cosas, la indexación y pago de moratorios pretendidos tampoco sería procedente.  

EXCEPCIONES 

Sin que ello constituya una aceptación de los hechos de la demanda, presento ante usted 

las siguientes excepciones: 

EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN 

Si en gracia de discusión se consideraran procedentes las pretensiones de la demandante, 

serán de obligatoria aplicación las normas relativas a la prescripción trienal de los derechos 

de conformidad con el artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social 

que establece: 

“Las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en tres años, que se contarán 
desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple reclamo escrito del 
trabajador, recibido por el empleador, sobre un derecho o prestación debidamente 
determinado, interrumpirá la prescripción pero sólo por un lapso igual.” 

De esta manera, en el evento poco probable de que se declare en la instancia 

correspondiente un entendimiento distinto al que legalmente ha sostenido la Universidad, 

la normativa vigente y la jurisprudencia, solo serían reconocidas las sumas que se hayan 

causado dentro de los tres años anteriores a la fecha de presentación de la reclamación 

correspondiente. 

En efecto, de conformidad con la Sentencia SU-298 de 2015 emitida por la Corte 

Constitucional: 

“La jurisprudencia de esta Corporación ha señalado reiteradamente que el derecho a la pensión 
es imprescriptible. (…) la jurisprudencia ha expresado que los créditos o mesadas pensionales, 
deben ser reclamados durante un lapso determinado de tres años, so pena de perder el derecho 

a recibirlos” 

EXCEPCIÓN DE INCUMPLIMIENTO DE LA CARGA DE LA PRUEBA  

En cuanto a este aspecto, sea del caso señalar que, de conformidad con el Código General 

del Proceso, la parte demandante tiene la obligación de acreditar los supuestos de hecho 

que soportan sus pretensiones, lo cual, en modo alguno se acredita dentro de la presente 

acción, pues con los documentos aportados con la demanda, no se logra probar el 

fundamento del cual se derive la nulidad del acto administrativo que hoy se demanda. 

Al respecto, la carga de la prueba puede ser definida como la necesidad de las partes de 

probar los hechos que constituyen el supuesto fáctico de la norma jurídica que invocan a 

su favor a riesgo de obtener una resolución desfavorable a sus pretensiones y resistencias.  
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Es en ese sentido que el H. Consejo de Estado ha establecido sobre la carga de la prueba, 

lo siguiente: 

“Por regla general, a la parte interesada le corresponde probar los hechos que alega a su favor 
para la consecución de un derecho. Es este postulado un principio procesal conocido como ‘onus 
prodandi, incumbit actori’ y que de manera expresa se encuentra previsto en el artículo 177 
del C.P.C. Correlativo a la carga del demandante, está asimismo el deber del demandado de 
probar los hechos que sustentan su defensa, obligación que igualmente se recoge en el aforismo 
‘reus, in excipiendo, fit actor’. A fin de suplir estas cargas las partes cuentan con diversos 
medios de prueba, los cuales de manera enunciativa, se encuentran determinados en el artículo 

175 C.P.C.”18 

Por lo que, al no acreditarse la procedencia de lo pretendido, no resta más que denegarlo. 

EXCEPCIÓN DE INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN  

En línea con lo que viene dicho, resulta viable que se declare la excepción de fondo de 

inexistencia de la obligación frente a mi mandante, pues de conformidad con los 

argumentos esbozados a lo largo de la presente contestación, queda claro que no hay 

fundamento alguno para que se ordene  el pago de los emolumentos solicitados, cuando 

es claro que mi representada debía realizar el reajuste de la mesada pensional de la 

accionante de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley 71 de 1988, sino 

de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993.  

EXCEPCIÓN DE COMPENSACIÓN. 

Para que en la eventualidad de que mi representada sea condenada a pagar cualquier suma 

de dinero en favor de la parte actora, estas sumas sean compensadas con aquellas que mi 

representada ha pagado sin estar obligada a ello, constituyéndose dichas sumas como 

valores que deben ser compensados con cualquier eventual condena. 

MEDIOS DE PRUEBA  

DOCUMENTALES 

1. Hoja de vida de la señora Victoria Elena Jimeno de Ríos. 

2. Copia de la convención colectiva de 1976. 

OPOSICION A LAS PRUEBAS DE LA PARTE DEMANDANTE 

Me opongo a las siguientes pruebas solicitadas por la parte demandante: 

1. La denominada “Antecedentes administrativos” 

 

Esta prueba deviene en inconducente, impertinente e inútil, por cuanto, toda documental 

puede ser obtenida vía petición, que la actora no demostró haber adelantado, omitiendo el 

deber que le asiste de probar los supuestos que sirven de sustento a sus pretensiones y, 

en todo caso, se aporta con la presente contestación a la demanda 

 

2. La denominada “Oficiar” 

 

Esta prueba deviene en inconducente, impertinente e inútil, por cuanto, la Universidad del 

Atlántico, legalmente, no le corresponde realizar el reajuste de le mesada pensional de la 

 
18 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Tercera. Sentencia del 30 de junio de 2011. Rad. 19836. C.P.: Dr. Danilo 

Rojas Betancourth.   
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accionante, sino con el método establecido en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993. Esto es 

con el porcentaje del incremento del IPC anual. 

ANEXOS 

1. Las relacionadas en el acápite de pruebas. 

2. Poder especial y de sustitución con los que actuó junto con sus respectivos anexos.   

PETICIONES 

Con fundamento a todos los argumentos y excepciones señalados con anterioridad, solicito 

a usted, Señor Juez, se sirva denegar las súplicas de la demanda perseguidas por la señora 

VICTORIA ELENA JIMENO DE RÍOS, condenando a la parte actora en costas por su 

manifiesta temeridad. 

NOTIFICACIONES 

Para todos los efectos legales, recibo notificaciones en la Secretaría del Despacho y en mi 

oficina ubicada en la calle 77 B No. 57-103 Of. 2101 de la ciudad de Barranquilla y/o al 

correo electrónico info@chapmanyasociados.com. 

 

Del Señor Juez,  

 

 
JOSÉ ENRIQUE TORRES MURIEL 

C.C. 1.140.896.618 de Barranquilla 

T.P. 364.515 del C. S. de la J. 
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Jose Torres Muriel

Asunto: RV: PODER NUL.Y REST. 2021-00170 VICTORIA JIMENO DE RIOS
Datos adjuntos: Poder CHAPMAN 2021-00170.docx; PODER GENERAL UA 2894 MARIA 

BOCANEGRA.pdf

De: Nayeth Estrada <nayethestrada@mail.uniatlantico.edu.co>  
Enviado el: sábado, 9 de octubre de 2021 9:19 a. m. 
Para: Administrador <administrador@chapmanyasociados.com>; Karla Tatiana Soto Cantillo 
<karla.soto@chapmanyasociados.com> 
Asunto: Fwd: PODER NUL.Y REST. 2021-00170 VICTORIA JIMENO DE RIOS 
 

 
 
---------- Forwarded message --------- 
De: Maria Andrea Bocanegra Jimenez <mariabocanegra@mail.uniatlantico.edu.co> 
Date: vie, 8 oct 2021 a las 18:54 
Subject: Re: PODER NUL.Y REST. 2021-00170 VICTORIA JIMENO DE RIOS 
To: Nayeth Estrada <nayethestrada@mail.uniatlantico.edu.co> 
 

Hola Nayeth 
 
Envío poder firmado. 
 
Atte: 
 
El vie, 8 oct 2021 a las 17:09, Nayeth Estrada (<nayethestrada@mail.uniatlantico.edu.co>) escribió: 

Cordial saludo 
 
Dra. María Andrea 
 
Adjunto para su firma, poder proyectado para actuar en el proceso 
de Nulidad y Restablecimiento del Derecho referenciado en el 
asunto, asignado a Chapman y Asociados. 
 
Atentamente 
 
 
--  



2

________________________ 

 
 
 
Nayeth Estrada Ortega  
T. Administrativo 
Oficina de Asesoría Jurídica 
Tel.: (5) 3852266 Ext.: 1070 
E-mail: nayethestrada@mail.uniatlantico.edu.co 

_____________ 

 
Comprometidos con el cuidado y preservación del medio ambiente.  Antes de imprimir este mensaje, por  favor, compruebe  si es necesario hacerlo. Una 

tonelada de papel implica la tala de 15 árboles y el consumo de 250.000 litros de agua. El Medio Ambiente es cuestión de Todos. 

 
 
 
--  

 
María Andrea Bocanegra Jiménez 
Jefe de la Oficina Jurídica 
Universidad del Atlántico 
 
 
--  

________________________ 

 
 
 
Nayeth Estrada Ortega  
T. Administrativo 

No se pude mostrar la imagen vinculada. Puede que se haya movido, cambiado de nombre o eliminado el archivo. Compruebe que el v ínculo señala al archivo y ubicaciones correctos.

No se pude mostrar la imagen vinculada. Puede que se haya movido, cambiado de nombre o eliminado el archivo. Compruebe que el v ínculo señala al archivo y ubicaciones correctos.
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Oficina de Asesoría Jurídica 
Tel.: (5) 3852266 Ext.: 1070 
E-mail: nayethestrada@mail.uniatlantico.edu.co 

_____________ 

 
Comprometidos con el cuidado y preservación del medio ambiente.  Antes de imprimir este mensaje, por  favor, compruebe  si es necesario hacerlo. Una tonelada 

de papel implica la tala de 15 árboles y el consumo de 250.000 litros de agua. El Medio Ambiente es cuestión de Todos. 



 

 

Señores 

JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA 

Dr. HUGO CALABRIA LÓPEZ 

E. S. D.  

Radicación:   No.  08001-33-33-008-2021-00170-00. 

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

Demandante:  VICTORIA ELENA JIMENO DE RÍOS 

Demandado:  UNIVERSIDAD DEL ATLÁNTICO 

 
MARÍA ANDREA BOCANEGRA JIMÉNEZ, mayor de edad, con domicilio en el distrito de 
Barranquilla, identificada con cédula de ciudadanía No. 22.551.431 expedida en Barranquilla, 
Atco., en calidad de Jefe de la Oficina de Asesoría Jurídica y apoderada general de la Universidad 
del Atlántico, mediante poder General,  otorgado por el Doctor JAIRO ANTONIO CONTRERAS 
CAPELLA, mayor de nacionalidad colombiana e identificado con cédula de ciudadanía No. 
8.667.304, en su condición de Rector y Representante legal de la Universidad del Atlántico, 
según escritura pública No. 2894 del 26 de mayo de 2021, otorgada en la Notaria 3ª del Círculo de 
Barranquilla, a través de este escrito  manifiesto que otorgo poder especial amplio y suficiente 
en cuanto a derecho se refiere, la Dra. MIRNA PATRICIA WILCHES NAVARRO identificada con 
cedula de ciudadanía No. 22.476.798 y portadora de la tarjeta profesional No. 101849 expedida 
por el Consejo Superior de la Judicatura, en su condición de representante legal de CHAPMAN & 
ASOCIADOS S.A.S. NIT 802.022.539-1, para que en nombre y representación de la Universidad 
del Atlántico, actué en el proceso de la referencia, y ejerza todo lo relacionado con la defensa de 
los intereses de la Universidad del Atlántico.  
 
El apoderado cuenta con todas las facultades inherentes para el ejercicio de este poder, en 
especial las de notificarse, contestar, recibir, presentar nulidad, transigir, desistir, renunciar, 
conciliar, interponer recurso, sustituir, reasumir y todas aquellas que tiendan al buen 
cumplimiento de su gestión, en especial las contempladas en el art. 77  del  Código General  del 
Proceso.  
 
Sírvase reconocerle personería al apoderado, de conformidad a los términos que contiene el 
presente mandato. 
 
Otorgo: 

 
MARÍA ANDREA BOCANEGRA JIMÉNEZ  
C. C. No. 22.551.431 de Barranquilla 
Correo institucional: notificaciones@mail.uniatlantico.edu.co  
jurídica@mail.uniatlantico.edu.co  
 
Acepto: 

 
MIRNA PATRICIA WILCHES NAVARRO  
C.C. No. 22.476.798 de Barranquilla 
T.P. No. 101849 del C. S. de la J. 
Correo: administrador@chapmanyasociados.com gerenciaacyc@chapmanyasociados.com  

mailto:notificaciones@mail.uniatlantico.edu.co
mailto:jurídica@mail.uniatlantico.edu.co
mailto:administrador@chapmanyasociados.com
mailto:gerenciaacyc@chapmanyasociados.com


 

Oficinas principales: PBX: (575) 3100 460 al 468 – 3692 192 | Calle 77B No. 57-103, piso 21, Edificio Green Towers, 
Barranquilla, Colombia. Oficina en Bogotá Calle 67 # 4 -21 piso 3. Oficina Medellín Carrera 43 # 9 Sur – 135, Oficina 1440. 

Oficina Cartagena Calle 31 A No 39-206, Barrio Alcibia 
www.chapmanyasociados.com 

Señores 

JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA 

Dr. HUGO CALABRIA LÓPEZ 

En su Despacho 

 

Ref.: Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO 

 Demandante: VICTORIA ELENA JIMENO DE RÍOS 

 Demandado: UNIVERSIDAD DEL ATLÁNTICO 

 Radicación: 08001-33-33-008-2021-00170-00 

 

MIRNA WILCHES NAVARRO, abogada identificada con cédula de ciudadanía número 

22.476.798 expedida en Barranquilla y con Tarjeta Profesional No. 101.849 expedida 

por el Consejo Superior Judicatura, en mi condición de representante legal de la firma 

CHAPMAN Y ASOCIADOS S.A.S, legalmente constituida, identificada con NIT. 

802022539-1, conforme se acredita mediante Certificado de Existencia y Representación 

Legal expedido por la Cámara de Comercio de la Ciudad de Barranquilla que se anexa a 

este escrito, por medio del presente manifiesto a usted que sustituyo el poder conferido 

para actuar en el proceso de la referencia al doctor JOSÉ ENRIQUE TORRES MURIEL, 

identificado como aparece al pie de su firma, con las mismas facultades a mi concedidas. 

 

 

Del Señor Juez, 

 

Sustituyo: 

 
MIRNA WILCHES NAVARRO  

C.C. 22.476.798 de Barranquilla  

T.P. No 101.849 del C.S.J 

Representante Legal CHAPMAN Y ASOCIADOS S.A.S 

 

 

Acepto,  

 
JOSÉ ENRIQUE TORRES MURIEL 

C.C. 1.140.896.618 de Barranquilla 

T.P. 364.515 del C. S. de la J. 





































--------------------------------------------------------------------------------
Para su seguridad verifique el contenido de este certificado ingresado a nuestra
página web www.camarabaq.org.co, en el enlace CERTIFICADOS EN LINEA-VERIFICACION
DE CERTIFICADOS EN LINEA, digitando el código de verificación.                 
--------------------------------------------------------------------------------
                                                                               
"LA  MATRICULA  MERCANTIL  PROPORCIONA  SEGURIDAD  Y  CONFIANZA EN LOS NEGOCIOS.
RENUEVE SU MATRICULA MERCANTIL A MAS TARDAR EL 31 DE MARZO"                    
                                                                               
EL  SUSCRITO SECRETARIO DE LA CAMARA DE COMERCIO DE BARRANQUILLA, CON FUNDAMENTO
EN LAS INSCRIPCIONES DEL REGISTRO MERCANTIL                                    
 
                            

C E R T I F I C A
                           
                       NOMBRE, IDENTIFICACIÓN Y DOMICILIO                      
 
Razón Social:
CHAPMAN & ASOCIADOS S.A.S.                                                     
Sigla: CHAPMAN & ASOCIADOS
Nit: 802.022.539 - 1
Domicilio Principal: Barranquilla
Matrícula No.: 362.270 
Fecha de matrícula: 12/12/2003
Último año renovado: 2021
Fecha de renovación de la matrícula: 31/03/2021
Activos totales: $16.250.802.000,00
Grupo NIIF: 3. GRUPO II.
 
 
 
                                   UBICACIÓN                                   
 
 
Direccion domicilio principal: CL 77 B No 57 - 103 OF 2101
Municipio: Barranquilla - Atlantico
Correo electrónico: administrador@chapmanyasociados.com
Teléfono comercial 1: 3195874
Teléfono comercial 2: No reportó
Teléfono comercial 3: No reportó
 
 
Direccion para notificación judicial: CL 77 B No 57 - 103 OF 2101
Municipio: Barranquilla - Atlantico
Correo electrónico de notificación: administrador@chapmanyasociados.com
Teléfono para notificación 1: 3195874
Teléfono para notificación 2: No reportó
Teléfono para notificación 3: No reportó
 
Autorización   para  recibir  notificaciones  personales  a  través  del  correo
electrónico,  de  conformidad con lo establecido en el artículo 67 del Código de
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo: no            
 
 
                                                                               
                                  CONSTITUCIÓN                                 
                                                                               
Constitución:  que  por  Escritura  Pública    número 2.589  del 22/11/2003, del
Notaria    3.  de  Barranquilla,  inscrito(a)    en esta Cámara de Comercio  el
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12/12/2003    bajo    el  número  108.348  del  libro  IX,    se  constituyó  la
sociedad:limitada denominada CHAPMAN LOPEZ CONSULTORIA JURIDICA LTDA.          
                                                                               
                              REFORMAS ESPECIALES                              
                                                                               
Por  Acta    número  7    del  14/01/2011,  otorgado(a)  en  Junta  de Socios en
Barranquilla,  inscrito(a)  en esta Cámara de Comercio  el  24/01/2011  bajo  el
número  166.280  del  libro  IX,  la  sociedad  se  transformo  en  por acciones
simplificada  bajo  la denominación de CHAPMAN LOPEZ CONSULTORIA JURIDICA S.A.S.
SIGLA CHAPMAN & ASOCIADOS                                                      
                                                                               
Por  Escritura  Pública    número 16  del 26/02/2016, otorgado(a) en Asamblea de
Accionistas  en  Barranquilla,  inscrito(a)  en  esta  Cámara  de  Comercio  el
02/03/2016    bajo   el número 302.247 del libro IX, la sociedad cambio su razón
social a CHAPMAN & ASOCIADOS S.A.S.
                                           
 
                             REFORMAS DE ESTATUTOS                             
 
La  sociedad  ha  sido reformada por los siguientes documentos:                
 
Documento  Número    Fecha      Origen                 Insc.   Fecha      Libro
 
Escritura  889      26/04/2005 Notaria  3. de Barranq 117.458 06/05/2005 IX
 
Escritura  19       08/01/2009 Notaria 6a. de Barranq 145.876 26/01/2009 IX
 
Escritura  19       08/01/2009 Notaria 6a. de Barranq 145.875 26/01/2009 IX
 
Acta       7        14/01/2011 Junta de Socios en Bar 166.280 24/01/2011 IX
 
                                                                               
                              TERMINO DE DURACIÓN                              
                                                                               
Duración: La sociedad no se haya disuelta y su duración es indefinida          
QUE  A  LA  FECHA  Y  HORA  DE  EXPEDICIÓN  DE  ESTE  CERTIFICADO,  NO  APARECEN
INSCRIPCIONES  QUE DEN CUENTA DEL ESTADO DE DISOLUCIÓN DE LA SOCIEDAD, RAZÓN POR
LA  QUE LA SOCIEDAD NO SE HAYA DISUELTA.                                       
 
                                                                              
                                                                               
                                 OBJETO SOCIAL                                 
                                                                               
La  sociedad  tiene  por objeto:   OBJETO SOCIAL: La sociedad tendrá como objeto
principal  cualquier  actividad  civil o comercial lícita, en particular prestar
asesoría   legal   en  todas  las  ramas  del  derecho  colombiano.  Así  mismo,
podrá realizar  cualquier otra actividad económica lícita tanto en Colombia como
en  el  extranjero.  La  sociedad  podrá llevar  a  cabo,  en general, todas las
operaciones,  de  cualquier  naturaleza  que  ellas  fueren, relacionadas con el
objeto  mencionado,  así  como  cualesquiera  actividades  similares,  conexas o
complementarias  o  que  permitan  facilitar  o  desarrollar  el  comercio  o la
industria de la sociedad.-                                                     
                                                                               
                 CLASIFICACIÓN DE ACTIVIDADES ECONÓMICAS - CIIU                
                                                                               
Actividad Principal Código CIIU: M691000 (PL) ACTIVIDADES JURIDICAS            
                                    CAPITAL                                    
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                            ** Capital Autorizado **                           
 
Valor                    :         $100.000.000,00
Número de acciones       :             100.000,00
Valor nominal            :               1.000,00
 
                         ** Capital Suscrito/Social **                         
 
Valor                    :         $100.000.000,00
Número de acciones       :             100.000,00
Valor nominal            :               1.000,00
 
                              ** Capital Pagado **                             
 
Valor                    :         $100.000.000,00
Número de acciones       :             100.000,00
Valor nominal            :               1.000,00
                                                                               
                     ÓRGANOS DE ADMINISTRACIÓN Y DIRECCIÓN                     
                                                                               
                              REPRESENTACIÓN LEGAL                             
                                                                               
ADMINISTRACION:  La  sociedad tendrá un órgano de dirección, denominado asamblea
general  de  accionistas,  un  representante  legal  y  un  representante  legal
suplente.  La  representación  legal  de  la  sociedad por acciones simplificada
estará a cargo de una persona natural, accionista o no, quien tendrá un suplente
que  lo  reemplazará en  sus  faltas  temporales  o absolutas, designado para un
término  de  un  año  por  la  asamblea general de accionistas. La sociedad será
gerenciada,   administrada  y  representada  legalmente  ante  terceros  por  el
representante  legal, quien no tendrá restricciones de contratación por razón de
la  naturaleza  ni  de  la  cuantía  de  los actos que celebre. Por lo tanto, se
entenderá que el representante legal podrá celebrar o ejecutar todos los actos y
contratos  comprendidos en el objeto social o que se relacionen directamente con
la  existencia  y  el  funcionamiento  de la sociedad.
El representante legal se
entenderá  investido  de  los  más  amplios  poderes  para  actuar  en todas las
circuntancias  en  nombre  de  la sociedad, con excepción de aquellas facultades
que, de acuerdo con los estatutos, se hubieren reservado los accionistas. En las
ralaciones  frente  a  terceros,  las  sociedad quedará obligada por los actos y
contratos   celebrados   por   el  representante  legal.  Le  está prohibido  al
representante  legal  y a los demás administradores de la sociedad, por si o por
interpuesta persona, obtener bajo cualquier forma o modalidad jurídica préstamos
por  parte  de  la  sociedad  u  obtener  de parte de la sociedad aval, fianza o
cualquier otro tipo de garantía de sus obligaciones personales.
               
                                                                               
                      NOMBRAMIENTO(S) REPRESENTACIÓN LEGAL                     
                                                                               
Nombramiento  realizado mediante Acta  número 7  del 14/01/2011, correspondiente
a  la  Junta de Socios en Barranquilla, inscrito(a)  en esta Cámara de Comercio
el  24/01/2011  bajo  el número 166.281 del libro IX.                          
                                                                               
Cargo/Nombre                                           Identificación          
Representante Legal                                                            
Wilches Navarro Mirna Patricia                         CC 22476798             
                                                                               
Nombramiento realizado mediante Acta  número 14  del 19/11/2014, correspondiente
a  la  Asamblea  de  Accionistas en Barranquilla, inscrito(a)  en esta Cámara de
Comercio  el  24/11/2014  bajo  el número 276.226 del libro IX.                
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Cargo/Nombre                                           Identificación          
Representante Legal Suplente                                                   
Chapman Lopez Charles Michele                          CC 72224822             
                                                                               
                                REVISORÍA FISCAL                               
                                                                               
Nombramiento realizado mediante Acta  número 23  del 12/11/2018, correspondiente
a  la  Asamblea  de  Accionistas en Barranquilla, inscrito(a)  en esta Cámara de
Comercio  el  20/11/2018  bajo  el número 352.661 del libro IX:                
                                                                               
Cargo/Nombre                                           Identificación          
Revisor Fiscal.                                                                
D&A ASESORES EMPRESARIALES S.A.S.                      NI 802009050            
                                                                               
Nombramiento  realizado  mediante Documento Privado  del 07/07/2021, otorgado en
Barranquilla,  inscrito(a)  en esta Cámara de Comercio  el  22/07/2021  bajo  el
número 406.593 del libro IX:                                                   
                                                                               
Cargo/Nombre                                           Identificación          
Designado: Revisor Fiscal Principal                                            
Boneth Acuña Carlos Enrique                            CC 1043873564           
 
                         ESTABLECIMIENTO(S) DE COMERCIO                        
 
A  nombre  de  la  sociedad  figura(n)  matriculado(s)en esta Cámara de Comercio
el(los) siguiente(s) establecimiento(s) de comercio/sucursal(es) o agencia(s): 
 
Nombre:
CHAPMAN & ASOCIADOS S.A.S
Matrícula No:           362.271 DEL 2003/12/12
Último año renovado:    2021
Categoría:              ESTABLECIMIENTO
Dirección:              CL 77 B No 57 - 103 OF 2101
Municipio:              Barranquilla - Atlantico
Teléfono:               3100460
Actividad Principal:    M691000
(PL) ACTIVIDADES JURIDICAS                                                     
                                                                               
Que  de  acuerdo  con  nuestras  inscripciones,  los  bienes  sujetos a registro
mercantil  relacionados  en  el  presente  certificado,  se encuentran libres de
embargos.                                                                      
 
                            

C E R T I F I C A
                           
                           INFORMACIÓN COMPLEMENTARIA                          
                                                                               
De  conformidad con lo previsto en el Decreto 957 de 2019, la Resolución 2225 de
2019  y  la  información  reportada por el empresario el tamaño de la empresa es
MEDIANA  EMPRESA  -  RSS  Los  datos  reportados  en  el formulario RUES son los
siguientes:                                                                    
                                                                               
Ingresos por actividad ordinaria: 9.457.488.700,00                             
                                                                               
Actividad  económica  por  la  cual  percibió  mayores  ingresos  por  actividad
ordinaria en el periodo Código CIIU: M691000                                   
                                                                               
Que,  los  datos  del  empresario  y/o  el  establecimiento de comercio han sido
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puestos  a  disposición de la Policía Nacional a través de la consulta a la base
de datos del RUES.                                                             
                                                                               
Este certificado refleja la situación jurídica registral de la sociedad hasta la
fecha y hora de su expedición.                                                 
                                                                               
En la Cámara de Comercio de Barranquilla no aparecen inscripciones posteriores a
las   anteriormente   mencionadas,   de  documentos  referentes  a  reformas,  o
nombramiento  de  representantes  legales, administradores o revisores fiscales,
que modifiquen total o parcialmente el contenido.                              
                                                                               
De conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento Administrativo y
de   lo  Contencioso  Administrativo  y  de  la  ley  962  de  2005,  los  actos
administrativos  de  registro  aquí  certificados quedan en firme diez (10) días
hábiles  después  de  la  fecha  de  inscripción,  siempre que no sean objeto de
recursos.  Contra  los  actos  administrativos de registro caben los recursos de
reposición  y  de apelación. Para estos efectos se informa que para la Cámara de
Comercio de Barranquilla los sábados no son días hábiles.                      
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Re: Contestación Demanda - Victoria Elena Jimeno de Ríos vs Universidad del Atlántico
- Rad. 2021-00170

Oficina Juridica Uniatlantico <juridica@mail.uniatlantico.edu.co>
Lun 14/02/2022 15:51
Para:  Recibo Memoriales Juzgados Administrativos - Atlántico - Barranquilla
<recibomemorialesjadmbquilla@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cordial saludo,
Se reenvia nuevamente contestación y anexos de la demanda de la referencia.
 ANEXOS CONTESTACIÓN.zip

El lun, 14 feb 2022 a las 13:03, Recibo Memoriales Juzgados Administrativos - Atlántico - Barranquilla
(<recibomemorialesjadmbquilla@cendoj.ramajudicial.gov.co>) escribió:


Buenas tardes, favor reenviar nuevamente el archivo, sale error  quedo atenta para darle tramite a su
solicitud.


Cordialmente,








De: Oficina Juridica Uniatlantico <juridica@mail.uniatlantico.edu.co>

Enviado: domingo, 13 de febrero de 2022 14:20

Para: Juzgado 09 Administrativo - Atlantico - Barranquilla <adm09bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Recibo
Memoriales Juzgados Administrativos - Atlántico - Barranquilla
<recibomemorialesjadmbquilla@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Asunto: Fwd: Contestación Demanda - Victoria Elena Jimeno de Ríos vs Universidad del Atlántico - Rad. 2021-
00170
 

ANEXOS CONTESTACIÓN (1).zip

Sres 
Juzgado octavo administrativo oral  del circuito de Barranquilla


Cordial saludo,


El día 2 de febrero se envió al correo de notificaciones de la Universidad del Atlantico, nuevamente
auto de admisión de demanda, cuando esta ya había sido contestada el año pasado en Octubre.
Se envía correo del año pasado en el cual se contestó la demanda y sus correspondientes anexos.
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---------- Forwarded message ---------

De: Info <info@chapmanyasociados.com>

Date: mar, 19 oct 2021 a las 12:04

Subject: Contestación Demanda - Victoria Elena Jimeno de Ríos vs Universidad del Atlántico - Rad.
2021-00170

To: adm09bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co <adm09bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co>,
recibomemorialesjadmbquilla@cendoj.ramajudicial.gov.co
<recibomemorialesjadmbquilla@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cc: Jesus arengas quintero <jesusarengas@hotmail.com>, juridica@mail.uniatlantico.edu.co
<juridica@mail.uniatlantico.edu.co>






Señores

JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA

En su Despacho

 

Ref.:      Medio de control:           Nulidad y Restablecimiento del Derecho

Demandante:                    Victoria Elena Jimeno de Ríos

Demandado:                     Universidad del Atlántico

Radicación:                        08001-33-33-008-2021-00170-00

 

Quien suscribe, JOSÉ ENRIQUE TORRES MURIEL, mayor de edad, identificado como aparece al pie
de mi firma, actuando en mi calidad de apoderado sustituto de la UNIVERSIDAD DEL ATLÁNTICO,
tal como consta en el poder especial y de sustitución de poder que aporto con el presente,
atentamente y dentro del término otorgado para ello me permito descorrer el traslado de la
demanda de la referencia y, en consecuencia, la CONTESTO, en los términos del memorial adjunto.

 

ANEXOS

 

1. Las relacionadas en el acápite de pruebas.
2. Poder especial y de sustitución con los que actúo junto con sus respectivos anexos.

 

NOTIFICACIONES
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Para todos los efectos legales, recibo notificaciones en la Secretaría del Despacho y en mi oficina
ubicada en la calle 77 B No. 57-103 Of. 2101 de la ciudad de Barranquilla y/o al correo electrónico
info@chapmanyasociados.com.

 

 

Del Señor Juez,

 

JOSÉ ENRIQUE TORRES MURIEL

C.C. 1.140.896.618 de Barranquilla

T.P. 364.515 del C. S. de la J.





-- 



OFICINA DE ASESORÍA JURÍDICA

UNIVERSIDAD DEL ATLÁNTICO
juridica@mail.uniatlantico.edu.co  

Teléfono: (5) 385 2266 ext 1072



**Antes de imprimir este mensaje, asegúrese de que es necesario. Proteger el medio ambiente, está
también en sus manos.**

P Piense en el medio ambiente
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Señores 

JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA 

En su Despacho 

 

Ref.: Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  

 Demandante: Victoria Elena Jimeno de Ríos 

 Demandado: Universidad del Atlántico 

 Radicación: 08001-33-33-008-2021-00170-00 

Quien suscribe, JOSÉ ENRIQUE TORRES MURIEL, mayor de edad, identificado como 

aparece al pie de mi firma, actuando en mi calidad de apoderado sustituto de la 

UNIVERSIDAD DEL ATLÁNTICO, tal como consta en el poder especial y de sustitución de 

poder que aporto con el presente, atentamente y dentro del término otorgado para ello me 

permito descorrer el traslado de la demanda de la referencia y, en consecuencia, la 

CONTESTO, en los siguientes términos: 

HECHOS 

Al PRIMERO: Es cierto de conformidad con las documentales obrantes en el expediente. 

Al respecto se observa de la resolución de reconocimiento pensional No. 000384 del 11 de 

mayo de 1992, que la señora Victoria Elena Jimeno de Ríos prestó sus servicios como 

Profesora de Tiempo Completo del Instituto Pestalozzi anexo a la facultad de Ciencias de 

Educación de la Universidad del Atlántico, en el periodo comprendido entre el 21 de julio 

de 1970 al 31 de enero de 1992. 

AL SEGUNDO: Es cierto. Mediante Resolución No. 000384 del 11 de mayo de 1992, le fue 

reconocida a la accionante pensión vitalicia de jubilación convencional por reunir los 

requisitos establecidos en la Convención Colectiva suscrita entre la Universidad del 

Atlántico y el Sindicato de trabajadores de la Universidad en el año 1976. 

 

AL TERCERO: Es cierto de conformidad con lo dispuesto en la Resolución No. 000384 del 

11 de mayo de 1992. 

 

AL CUARTO: Es cierto de conformidad con lo dispuesto en la Resolución No. 000384 del 

11 de mayo de 1992. 

AL QUINTO: No es cierto como esta expresado. Frente a este punto resulta pertinente 

realizar algunas precisiones puntuales: 

1. Si bien el artículo segundo de la Resolución de reconocimiento pensional dispone 

que será reajustada de oficio cada vez, con el porcentaje incrementado por el Gobierno 

nacional, de conformidad con lo establecido en la Ley 71 de 1988, lo cierto es que el método 

de reajuste de la mesada pensional: 

 

a. No es un derecho adquirido, por el contrario, tiene un carácter no estático. Lo 

anterior, ateniendo a la facultad constitucional del legislador de regular el 

método para reajustar la mesada pensional, derivada de los articulo 53 y 48 de 

la Constitución Política según los cuales: 

 

“Articulo 53. El estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste 

periódico de las pensiones legales.”  

“Articulo 48. La ley definirá los medios para que los recursos destinados a 
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pensiones mantengan su poder adquisitivo constante.” 

 

b. Por lo tanto, la Ley 100 de 1993, la cual derogó tácitamente lo dispuesto por el 

artículo 1° de la Ley 71 de 1988, y las normas posteriores que sustituyan lo en 

ella dispuesto, pueden regular el sistema general, evidentemente en lo 

relacionado con el método del reajuste de la pensión de jubilación.  

 

c. Específicamente, a partir de su entrada en vigencia, las pensiones reconocidas 

antes y después de dicha Ley se deben reajusta como forme a los establecido 

en su artículo 14, lo que significa que el referido reajuste se produce anualmente 

según la variación porcentual de IPC con lo que los actos acusados se 

encuentran conforme a derecho, sin encontrar en ellos causal de nulidad alguna 

 

2. El inciso segundo 2º), del literal D, del artículo noveno (9º) de la convención 

colectiva de trabajo, dice: “Esta pensión se reajustará al reajustarse los salarios del personal 

docente y trabajadores activos”, esto es, no se vulnera disposición alguna de la convención, 

con el reajuste realizado.  

AL SEXTO: Es cierto lo afirmado por la accionante. No obstante, la anterior situación no 

obliga a mi poderdante a continuar realizando el reajuste de la mesada pensional de la 

señora accionante aplicando lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley 71 de 1988, toda vez 

que la aplicación del nuevo método, esto es, el dispuesto por el artículo 14 de la Ley 100 

del 1993, constituye la correcta aplicación de las normas vigentes sobre la materia.  

Se recuerda al accionante que con la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, que para 

el Departamento del Atlántico fue el 30 de junio de 1995, fueron derogadas tácitamente 

todas las disposiciones que a ella le fueran contrarias, incluido el artículo 1° de la Ley 71 

de 1988, que consagraba el método para realizar el reajuste de la mesada pensional.  

Lo anterior, toda vez que la Corte Constitucional estableció claramente desde el año 19941, 

que si bien, de conformidad con el artículo 53 constitucional, todo pensionado tiene derecho 

a que se le realice el pago oportuno y el reajuste de su mesada pensional, el porcentaje 

con el que se hará dicho reajuste no es por naturaleza un derecho adquirido, y por tanto 

las pensiones reconocidas antes y después de la Ley 100 de 1993 deben ser reajustadas 

conforme a los establecido en su artículo 14, esto es, la variación porcentual de IPC. 

 

AL SÉPTIMO: No es cierto como esta expresado. Al respecto se reitera lo explicado en el 

numeral que precede. 

 

AL OCTAVO: No es cierto lo dicho por la accionante. Mi representada no hizo aplicación del 

mecanismo establecido en el artículo 93 del CPACA, esto es la revocatoria directa al artículo 

2° de la Resolución No. 000384 del 11 de mayo de 1992. Por el contrario, la modificación 

del método aplicado para determinar el reajuste atiende a la entrada en vigor de la Ley 

100 de 1993, la cual derogó tácitamente a la ley anterior, en lo relacionado con el 

porcentaje aplicable para reajustar la mesada pensional. 

 

Así las cosas, el actuar de mi representada se ajusta a derecho y atiende al hecho que el 

porcentaje del reajuste de la pensión no es un derecho adquirido, y por tanto se debe 

realizar de conformidad con el método que el legislador disponga en ejercicio del amplio 

margen de configuración que tiene en la materia que, en este caso es, conforme establece 

 
1 Corte Constitucional. Sentencia C-387 del 1 de septiembre de 1994. M.P. Carlos Gaviria Diaz. 
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el artículo 14 de la Ley 100 de 1993. 

AL NOVENO: No son hechos. Son conclusiones subjetivas a la que llega la demandante 

sin sustento alguno puesto que no puede la Universidad del Atlántico dar aplicación a 

disposiciones normativas contrarias a la ley. 

Al respecto se reitera que la Corte Constitucional en múltiples ocasiones ha establecido que, 

en relación con el ajuste anual de la mesada pensional, los pensionados no gozan de un 

derecho adquirido sino de una mera expectativa.  

“De acuerdo con la Constitución (art. 53), tienen derecho a que se les reajuste su pensión en 
la cuantía que determine la ley, sin que por ello se desconozca el artículo 58 ibidem, pues no 

hay derechos adquiridos sobre el factor o porcentaje en que se deben incrementar las 
pensiones, sino meras expectativas. Por tanto, la ley bien puede modificar las normas que 
consagran la proporción en que se realizarán los aumentos de las mesadas 

pensionales.”2  (Subrayado y en negrilla fuera del texto original) 

Es claro entonces que el juez constitucional, en el fallo traído a colación, realizó una 

distinción notable entre el derecho adquirido al reajuste de la pensión y al método que para 

ello se aplique. Lo que implica que todo pensionado tiene el derecho de solicitar que se 

ejecute el reajuste periódico de su mesada pensional, más no a que se aplique el método 

que considere sino el que deba por ley aplicársele. 

Que adicionalmente, el legislador fue claro al establecer en el artículo 14 de la Ley 100 de 

1993 que el reajuste se llevará a cabo, a partir de la entrada en vigencia de la referida 

norma, de la siguiente manera:  

“ARTÍCULO  14. Reajuste de Pensiones. Con el objeto de que las pensiones de vejez o de 

jubilación, de invalidez y de sustitución o sobrevivientes, en cualquiera de los dos regímenes 
del sistema general de pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, se reajustarán 

anualmente de oficio, el 1o. de enero de cada año, según la variación porcentual del Índice de 
Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior. No 
obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea igual al salario mínimo legal mensual vigente, 
serán reajustadas de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que se incremente dicho 
salario por el Gobierno.” 

Método sobre el cual, el H Consejo de Estado ha indicado que: 

 
“Las fórmulas aplicadas para el reajuste de las mesadas pensionales no son estáticas 
debido a que su único objetivo es mantener el poder adquisitivo y por ello, deben atender 
políticas económicas que aseguren, además, la sostenibilidad, universalidad y demás principios 

que rigen el Sistema General de Pensiones.”3(subrayado y en negrilla fuera del texto) 

Y en ese sentido, al Corte Constitucional valoró que el método allí establecido es idóneo 

para mantener el poder adquisitivo de la mesada pensional: 

 

“El IPC sí sirve como indicador para mantener el poder adquisitivo, hasta el punto de que 

precisamente la Corte ya ha advertido que el reajuste salarial que decrete nunca podrá ser 

inferior al porcentaje del IPC del año que expira.”4 

 

AL DÉCIMO: No es cierto como esta expresado. Al respecto se reitera lo manifestado al 

contestar el hecho anterior. Adicionalmente y por holgura, ya que se insiste en la 

 
2 Ibidem. 
3 Consejo de Estado. Sección segunda. Sentencia del 2 de mayo de 2013. C.P Dra. Bertha Ramirez. 
4 Corte Constitucional. Sentencia C-435 de 2017. M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero 
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improcedencia de las pretensiones de la demanda, ha de tener en cuenta el fallador el 

fenómeno de prescripción de mesadas pensionales puesto que la accionante presenta hoy 

reclamos sobre mesadas que datan del año 2000, esto es, hace más de 20 años de la fecha 

que nos asiste. 

 

AL DÉCIMO PRIMERO: No es cierto, la mesada pensional pagada para el año 2019 a la 

señora Victoria Elena Jimeno de Ríos fue de $5.292.522, de conformidad con los 

documentos que reposan en la entidad. 

 

AL DÉCIMO SEGUNDO:  Es cierto, efectivamente la actora presentó reclamación ante la 

entidad que represento. No obstante, se reitera que mi representada, de conformidad con 

lo establecido en la ley y lo que ha dispuesto sobre ella el Consejo de estado y la Corte 

Constitucional, debe realizar el reajuste de la mesada pensional de la señora 

accionante no con el porcentaje del incremento del salario mínimo, sino en 

aplicación del artículo 14 de la Ley 100 de 1993, esto es, con el porcentaje del 

incremento del IPC. 

Así las cosas, no le asiste razón al accionante al pretender que la Universidad del Atlántico 

reajuste su mesada pensional aplicando disposiciones que hoy se encuentran derogadas, ni 

mucho menos pretender que se le cancele retroactivo alguno por un cambio que el mismo 

legislador estableció, en aplicación del amplio margen de configuración que en la materia 

se le reconoce.  

Se reitera así mismo, que habida cuenta que el porcentaje de reajuste de la mesada 

pensional no es un derecho adquirido y por tanto el método para ello no es estático, apelar 

al principio de favorabilidad no es procedente. Sobre el particular conviene traer a colación 

pronunciamiento vigente sobre la materia emanado de la H. Corte Constitucional según el 

cual: 

“éste principio aplica exclusivamente a los trabajadores pero, además, que se refiere a la 
aplicación e interpretación de las fuentes formales del derecho, que para este caso, 
interpretando la demanda, serían los incisos sexto (6°) y octavo (8°) del artículo 48 
constitucional, en donde expresamente se señala que la ley debe definir los medios para que 
los recursos destinados a pensiones mantengan su poder adquisitivo constante y que sin 
perjuicio de los descuentos, deducciones y embargos a pensiones ordenados de acuerdo con la 
ley, por ningún motivo podrá dejarse de pagar, congelarse o reducirse el valor de la mesada 

de las pensiones reconocidas conforme a derecho; así como el inciso 3° del artículo 53, en el 
que se garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales. 
(…) Por lo tanto, la Corte considera que el actor hace un uso indebido del principio de 
favorabilidad para efectos de interpretar de manera equivocada, e incluso contraria a su texto, 
las normas constitucionales que invoca como vulneradas, en donde, como bien lo señalaron 
diferentes intervinientes, de ninguna manera se obliga al legislador a elegir el método de 

actualización de las pensiones que garantice su poder adquisitivo constante de la forma más 
conveniente posible. 

(…) 

Por lo tanto, se concluye que además de que la propia Constitución faculta al legislador a 
decidir, con autonomía política, de qué manera reajustar periódicamente el valor pensiones, de 
tal forma que no hay lugar aquí para la aplicación del principio de favorabilidad en materia 
laboral del que trata el artículo 53 superior, en todo caso los índices o referencias de 

actualización a los que acudió el legislador para actualizar las pensiones de forma diferenciada 
según su valor (IPC y SMLMV) tienen un origen, una explicación y unos propósitos diferentes, 
al mismo tiempo que se relacionan entre ellos de una forma particular.”5 

 
5 Corte Constitucional. Sentencia C-435 del 2017. M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero 
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AL DÉCIMO TERCERO: Es cierto. Al respecto, se reitera lo explicado en los numerales 

anteriores. La accionante no tiene derecho a que mi representada realice el reajuste de su 

mesada pensional de conformidad con lo establecido en la Ley 71 de 1988, sino atendiendo 

a la norma vigente desde el 30 de junio de 1995, esto es el artículo 14 de la Ley 100 de 

1993.  

Lo anterior habida cuenta que el porcentaje de reajuste de la mesada pensional no es un 

derecho adquirido y a que es el legislador quien decide, con la autonomía que le es propia 

política, de qué manera reajustar periódicamente el valor pensiones, de tal forma que no 

hay lugar aquí para la aplicación del principio de favorabilidad en materia laboral del que 

trata el artículo 53 superior, como pretende hacer ver la accionante. 

 

AL DÉCIMO CUARTO: Es cierto lo dicho por la accionante.   

 

PRONUNCIAMIENTO EXPRESO A LAS PRETENSIONES 

 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones de la demanda, ya que éstas carecen 

de todo fundamento legal y jurídico, afirmaciones que se sustentan en que: 

1. El acto administrativo acusado se encuentra legal y constitucionalmente ajustado a 

derecho y en concordancia con las normas que los rigen. Por tanto, dichos actos no 

son pasibles de ser anulados por el operador judicial que conoce del proceso aquí 

debatido, cuando frente a estos no se materializó ninguna de las causales de nulidad 

previstas en el artículo 137 del CPACA. 

2. Dentro del presente proceso no existe prueba que logre desvirtuar la presunción de 

legalidad que ampara al acto acusado, ni mucho menos que logre llevar al Despacho 

a la certeza incontrovertible de que mi representado haya incurrido en alguna causal 

de nulidad con la expedición del acto que niega el reconocimiento y pago del reajuste 

de la mesada pensional de la actora, atendiendo a lo dispuesto en el artículo 1° de 

la Ley 71 de 1988, esto es de conformidad con el incremento del salario mínimo. 

3. La fórmula aplicada para realizar el reajuste de la mesada pensional no constituye 

un derecho adquirido, por el contrario, es considerado como una herramienta no 

estática, ateniendo la facultad constitucional del legislador de regular el método para 

reajustar la mesada pensional. 

4. Así las cosas, la Ley 100 de 1993, la cual derogó tácitamente lo dispuesto por el 

artículo 1° de la Ley 71 de 1988, y las normas posteriores que sustituyan lo en ella 

dispuesto pueden regular el sistema general en lo referente al método aplicable para 

realizar el reajuste de la mesada pensional. Específicamente, a partir de su entrada 

en vigencia, las pensiones reconocidas antes y después de dicha Ley se deben 

reajustar conforme a los establecido en su artículo 14, lo que significa que el referido 

reajuste se produce anualmente según la variación porcentual de IPC. En 

consecuencia, para el caso en concreto, no es procedente apelar al principio de 

favorabilidad. 

5. Es preciso aclarar a la accionante que en el proceso que nos acoge, la Universidad 

del Atlántico no ejerció el mecanismo de la revocatoria directa sobre Resolución No. 

000384 del 11 de mayo de 1992, por medio del cual se le reconoció a la accionante 

el reajuste de su mesada pensional. Por el contrario, el reajuste atiende a la 

aplicación de la Ley 100 de 1993, la cual derogó tácitamente a las Leyes anteriores 

en lo relacionado con el porcentaje aplicable para reajustar la mesada pensional por 

lo que en cualquier caso deberá darse prevalencia al derecho sustancial sobre el 

formal, según el cual la forma correcta de incremento pensional es la establecida en 

la Ley 100 de 1993. 
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6. Por lo tanto, la Universidad del Atlántico, no puede emitir un nuevo acto 

administrativo, mediante el cual reconozca a la accionante un derecho a que su 

reajuste se haga de conformidad con lo dispuesto en la Ley 71 de 1988 (incremento 

del salario mínimo), pues estaría actuado en evidente contraposición de las normas 

superiores.  

7. Por sustracción de materia, si no es procedente el reconocimiento del reajuste de la 

mesada pensional pretendido, tampoco lo sería el pago de las diferencias e intereses 

moratorios y de la pretendida indexación que de ello se deriva.  

8. De igual forma, es preciso señalar que la Universidad del Atlántico se opone a una 

eventual condena en costas, agencias en derecho, por cuanto la parte actora no tiene 

derecho a las pretensiones de su demanda frente a mi mandante y, además, porque 

no acredita los gastos en que presuntamente incurrió́ para la presentación de esta 

demanda, conforme lo exigen las normas procesales. 

9. En el caso eventual que se considere que existen méritos para conocer las 

pretensiones de la demandad, deberá decretarse la prescripción de estos derechos, 

toda vez que la jurisprudencia del Consejo de Estado ha sido clara en determinar que 

aun si el derecho a la pensión es imprescriptible, en el caso de los créditos y las 

mesadas pensionales, deben ser reclamados durante un lapso determinado de tres 

años, so pena de perder el derecho.  

En consideración a lo manifestado, me permito solicitar de usted, señor Juez, con todo 

respeto, absuelva a mi representada de todo cargo hecho en la demanda y condene a la 

parte actora en costas por su manifiesta temeridad. 

 

CONSIDERACIONES FACTICAS Y JURIDICAS DE LA DEFENSA 

 

Me opongo a todas y cada una de las pretensiones de la demanda, ya que estas carecen 

de todo fundamento legal y jurídico, afirmaciones que se sustentan en que: 

1. NO LE ASISTE RAZÓN A LA DEMANDANTE AL PRETENDER EL REAJUSTE 

PENSIONAL DE CONFORMIDAD CON LO ESTABLECIDO EN LA LEY 71 DE 1988. LA 

FORMULA PARA REJUSTAR LA MESADA PENSIONAL NO ES UN DERECHO 

ADQUIRIDO. 

Se observa que durante el desarrollo del escrito de la demanda que hoy nos acoge, la parte 

actora fundamenta sus pretensiones sobre el entendido que el porcentaje de reajuste de 

la mesada pensional es un derecho adquirido, y por tanto debe ser pagado de conformidad 

con lo establecido en el artículo 2° de la Resolución No. 000384 del 11 de mayo de 1992 

que indica a la letra lo que sigue: 

“ARTICULO SEGUNDO:  La pensión de Jubilación a la que tiene derecho la Señora VICTORIA 
ELENA JIMENO DE RÍOS, se reajustará de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que 
sea incrementado por el Gobierno el salario minimo legal mensual de conformidad a lo 
establecido en la Ley 71 de Diciembre de 1988.” 

Contrario a sus consideraciones, es menester indicar que existe una regla clara en cuanto 

a la naturaleza del porcentaje de reajuste pensional y a la aplicación en el tiempo del 

método correspondiente para ello. En efecto, la jurisprudencia de las altas cortes ha sido 

enfática al determinar que este factor no puede en ningún caso ser considerado como un 

derecho adquirido y, por tanto, teniendo el legislador la facultad de regular el método para 

reajustar la mesada pensional, debe ser aplicable el método que en la actualidad se 

encuentre vigente, siendo este el dispuesto por el artículo 14 de la Ley 100 de 1993. Lo 

anterior, atendiendo a las siguientes consideraciones: 
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1.1 SOBRE LA NATURALEZA DEL PORCENTAJE DE REAJUSTE PENSIONAL 

1.1.1. DE LA DISTINCIÓN ENTRE DERECHOS ADQUIRIDOS Y MERAS 

EXPECTATIVAS. 

 
En primera medida, resulta necesario establecer la distinción entre el concepto de derecho 

adquirido y expectativa legítima frente a aquellas situaciones individuales y subjetivas que, 

como la de la demandante, fueron consolidadas antes de la entrada en vigencia de la Ley 

100 de 1993.  

Al respeto, la Corte Constitucional ha sido constante en su definición de derecho adquirido, 

por ejemplo, la otorgada en la sentencia C-596 del 17 de marzo de 1977. La expresión 

“derechos adquiridos” se entiendo entonces como “aquellas situaciones individuales y subjetivas 

que se han creado y definido bajo el imperio de una ley, y que por lo mismo han creado a favor de sus 
titulares un cierto derecho que debe ser respetado.”6  En el mismo sentido, en la sentencia C-242 de 

2009, enriquece la anterior definición al especificar que dicho derecho subjetivo “(…) debe ser 
respetado frente a las leyes posteriores que no puede afectar lo legítimamente obtenido al amparo de 

una ley anterior”7 

Atendiendo a esta idea es que el inciso sexto del artículo 48 de la Constitución política, 

incluido por el artículo 1° del Acto legislativo 1 de 2005, consagrar “el respeto por los 

derechos adquiridos en materia pensional”, otorgándole de esta manera una especial 

protección constitucional. 

Contrariamente, la Corte Constitucional definió las meras expectativas como “aquellas 

probabilidades de adquisición futura de un derecho que, por no haberse consolidado, pueden 

ser reguladas por el legislador, con sujeción a parámetros de justicia y de equidad”8 

Así las cosas, tenemos que la diferencia entre el uno y el otro recae principalmente su 

consolidación en vigencia de las normas particulares que rigen la situación particular. En ese 

sentido la Corte afirma que esta distinción implica que: 

“El derecho adquirido se incorpora de modo definitivo al patrimonio de su titular y queda a 

cubierto de cualquier acto oficial que pretenda desconocerlo, pues la propia Constitución lo 
garantiza y protege; no ocurre lo mismo con la expectativa que, en general, carece de relevancia 
jurídica y, en consecuencia, puede ser modificada o extinguida por el legislador. Y es en esta 
última categoría donde debe ubicarse la llamada 'condición más beneficiosa'9 

En concordancia con lo considerado por la H. Corte Constitucional, la Ley 100 de 1993, 

dispuso, en materia de pensiones, la salvaguarda de aquellas situaciones que se hubiere 

consolidado para la fecha en la que la misma entró en vigencia, en los siguientes términos: 

 
“ARTÍCULO  11. Campo de aplicación. El Sistema General de Pensiones, con las excepciones 
previstas en el artículo 279 de la presente Ley, se aplicará a todos los habitantes del territorio 
nacional, conservando adicionalmente todos los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y 

beneficios adquiridos y establecidos conforme a disposiciones normativas anteriores para 
quienes a la fecha de vigencia de esta Ley hayan cumplido los requisitos para acceder a una 
pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, sustitución o 
sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial, en todos sus órdenes, del Instituto 

de Seguros Sociales y del sector privado en general. 
 
Para efectos de este artículo se respetarán y por tanto mantendrán su vigencia los 

 
6 Corte Constitucional, sentencia C-596  del 17 de marzo de 1977 M.P. Vladimiro Naranjo Mesa; 
7 Corte Constitucional Sección segunda, sentencia C-242 de 2009 
8 Ibidem.  
9 Corte Constitucional, Sentencia No. C-168 de 1995; en el mismo sentido Corte Constitucional, Sentencia C-926 de 2000 , M.P. Carlos Gaviria Díaz 
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derechos adquiridos conforme a disposiciones normativas anteriores, pacto o 

convención colectiva de trabajo. Lo anterior será sin perjuicio del derecho de denuncia que 

les asiste a las partes y de que el tribunal de arbitramento dirima las diferencias entre las 

partes.”  (Subraya y en negrilla fuera del texto original).  
 

De conformidad con la norma precedente, tal como la accionante, las personas pensionadas 

con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 100, esto antes del 1° de abril de 1994 

a nivel nacional, o hasta el 30 de junio de 1995 para el nivel departamental, distrital o 

municipal, conservarían todos los derechos y garantías de conformidad con las normas 

anteriores. 

La anterior idea ha sido reafirmada por la jurisprudencia del Consejo de Estado en múltiples 

ocasiones, especialmente en la sentencia al afirmar en un caso análogo que: 

“Los pensionados que adquirieron el derecho bajo normas anteriores, mantienen la prestación en 
los términos en que les fue reconocida por tratarse de un derecho adquirido, subjetivo, que debe 

ser respetado “frente a Leyes posteriores que no puede afectar lo legítimamente obtenido al 

amparo de una Ley anterior. Presuponen la consolidación de una serie de condiciones 
contempladas en la Ley, que permiten a su titular exigir el derecho en cualquier momento”10 
(subrayado fuera del texto original) 

Lo anterior, resulta aplicable igualmente en los casos donde la pensión, tal como el caso que 

nos acoge fue reconocida en virtud de una norma extralegal, como lo es una convención 

colectiva de trabajo. Al respecto, el Consejo de Estado consideró que, en aplicación del 

artículo 146 de la Ley 100 de 1993, referente a las situaciones definidas por disposiciones 

municipales o departamentales, norma que fue declarada exequible mediante providencia: 

“Así pues, como lo determina expresamente el inciso primero del artículo 146 de la ley 100, 

las situaciones jurídicas de carácter individual definidas con anterioridad a la presente ley, en 
materia de pensiones de jubilación extralegales, continuarán vigentes, con lo cual se 
desarrolla el mandato constitucional que ampara los derechos adquiridos, ya que las 
situaciones que se consolidaron bajo el amparo de la legislación preexistente no son 

susceptibles de ser alteradas o modificadas por la nueva ley.”11 

 

1.1.2. SOBRE LOS FACTORES PENSIONALES SOBRE LOS CUALES SE 

CONSTITUYE UN DERECHO ADQUIRIDO. 

Así las cosas, se tiene que las condiciones de la accionante encuadran dentro de los 

presupuestos establecidos en el artículo 146 de la Ley 100 de 1993, puesto que, para el 

reconocimiento de su pensión de jubilación mediante la Resolución No. 000384 del 11 de 

mayo de 1992, le fue aplicado lo dispuesto en la convención colectiva de trabajo de 5 de 

abril de 1976; por lo que su situación jurídica se encontraba definida con anterioridad a la 

entrada en vigor del sistema general de pensiones para los servidores públicos del nivel 

departamental, municipal y distrital, el 30 de junio de 1995, con base en disposiciones 

municipales o departamentales en materia de pensiones de jubilación extralegales en favor 

de personas vinculadas laboralmente a las entidades territoriales o a sus organismos 

descentralizados.  

En respeto de ese derecho adquirido es que mi representada, la Universidad del Atlántico, 

reconoció y pagó a partir del primero de febrero de 1992, con una mesada inicial de 

$404.515,00 equivalente al 100%, de su ultimo sueldo devengado; y hasta la fecha, ha 

continuado realizando el pago de la correspondiente mesada pensional a la señora Victoria 

Jimeno, tal como lo afirma la accionante en los hechos de la demanda. 

 
10Corte Constitucional, sentencia C-242 de 1 de abril de 2009, M.P. Dr. Mauricio González Cuervo 
11 Consejo de Estado, sentencia del 17 de abril de 2008, C.P. Dr. Jaime Moreno Garcia. 

http://www.chapmanyasociados.com/


 

Oficinas principales: PBX: (575) 3100 460 al 468 – 3692 192 | Calle 77B No. 57-103, piso 21, Edificio Green Towers, 
Barranquilla, Colombia. Oficina en Bogotá Calle 67 # 4 -21 piso 3. Oficina Medellín Carrera 43 # 9 Sur – 135, Oficina 1440. 

Oficina Cartagena Calle 31 A No 39-206, Barrio Alcibia 

www.chapmanyasociados.com 

 

 

Por otra parte, el artículo 53 de la constitución establece en los siguientes términos el 

derecho a pago y reajuste de la pensión: 

“ARTICULO 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá 
en cuenta por lo menos los siguientes principios mínimos fundamentales: 

(…) 

El estado garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones 
legales.” 

Así las cosas, se puede concluir que además del derecho que tiene todo pensionado a que 

se le reconozca un derecho pensional de conformidad con los requisitos que a la fecha de 

consolidación se encuentren vigentes, estos también gozan de un derecho adquirido a al 

pago oportuno, y al respectivo reajuste periódico de la mesada pensional, en este caso de 

la pensión de jubilación convencional. 

 Es bajo esa línea que el Consejo de Estado ha reiterado en múltiples oportunidades, el 

respeto a las situaciones consolidadas y los derechos que de ello se derivan: 

“Los pensionados que, (…), adquirieron el derecho bajo normas anteriores, mantienen la 
prestación en los términos en que les fue reconocida por tratarse de un derecho adquirido, 
subjetivo, que debe ser respetado “frente a Leyes posteriores que no puede afectar lo 
legítimamente obtenido al amparo de una Ley anterior. Presuponen la consolidación de una serie 
de condiciones contempladas en la Ley, que permiten a su titular exigir el derecho en cualquier 
momento .”12 

Ahora bien, en la misma jurisprudencia en cita la corporación fue contundente a precisar 

que en los demás aspectos, los pensionados con anterioridad a la vigencia del Sistema, están 

sometidos a la normativa vigentes13que regulen los aspectos subyacentes a su derecho 

pensional. Incluido entre estos el porcentaje de reajuste, cuya naturaleza es la de una 

“probabilidad de adquisición futura de un derecho”.  

1.2. EL PORCENTAJE DE REAJUSTE PENSIONAL ES UNA MERA EXPECTATIVA: EL 

METODO SE APLICA TANTO A LAS SITUACIONES CONSOLIDADES CON 

ANTERIORIDAD A ENTRADA EN VIGENCIA DE LA LEY 100 DE 1993, COMO 

AQUELLAS ORIGINADAS TRAS SU ENTRADA EN VIGOR. 

Afirma la accionante que causado su derecho en la vigencia de la Ley 71 de 1988, es de 

conformidad lo dispuesto en esta norma jurídica que la Universidad del Atlántico debe 

continuar realizando el reajuste de la mesada pensional de su pensión vitalicia de jubilación.  

Al respecto, el artículo 1° de la Ley 71 de 1988, estableció el reajuste de las pensiones en 

forma oficiosa en mismo porcentaje en que sea incrementado el salario mínimo mensual 

vigente, utilizando los siguientes términos: 

“Artículo 1 .- Las pensiones a que se refiere el artículo 1o. de la ley 4a. de 1976, las de 
incapacidad permanente parcial y las compartidas, serán reajustadas de oficio cada vez y con 
el mismo porcentaje en que sea incrementado por el Gobierno el salario mínimo legal mensual. 

Parágrafo.- Este reajuste tendrá vigencia simultánea a la que se fija para el salario mínimo.”  

No obstante, con posterioridad a dicha disposición y atendiendo a los dispuesto en el artículo 

 
12 Consejo de Estado Sección segunda. Sentencia del 2 de mayo de 2013, C.P. Dra. Bertha Ramirez  
13 Ibidem.  

http://www.chapmanyasociados.com/


 

Oficinas principales: PBX: (575) 3100 460 al 468 – 3692 192 | Calle 77B No. 57-103, piso 21, Edificio Green Towers, 
Barranquilla, Colombia. Oficina en Bogotá Calle 67 # 4 -21 piso 3. Oficina Medellín Carrera 43 # 9 Sur – 135, Oficina 1440. 

Oficina Cartagena Calle 31 A No 39-206, Barrio Alcibia 

www.chapmanyasociados.com 

 

 

53 constitucional y la entrada en vigencia del sistema de seguridad social y la inclusión de 

los afiliados de conformidad con el artículo 11 de la Ley 100 de 1993, el legislador estableció 

en el artículo 14 de la misma, el nuevo método aplicado para el reajuste anual de la mesada 

pensional: 

“ARTÍCULO  14. Reajuste de Pensiones. Con el objeto de que las pensiones de vejez o de 

jubilación, de invalidez y de sustitución o sobrevivientes, en cualquiera de los dos regímenes del 
sistema general de pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, se reajustarán 
anualmente de oficio, el 1o. de enero de cada año, según la variación porcentual del Índice de 
Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior. No 
obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea igual al salario mínimo legal mensual vigente, 
serán reajustadas de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que se incremente dicho 
salario por el Gobierno.” 

Ahora bien, es cierto que para la fecha en la que le fue reconocida la pensión de jubilación 

a la accionante, esto es 1992, se encontraba aún vigente las disposiciones de la Ley 71 de 

1988, toda vez que para el Departamento del Atlántico la Ley 100 de 1993 comenzó a regir 

a partir del 30 de junio de 1995. No obstante, la Corte Constitucional, mediante la Sentencia 

C-387 de 1994, precisó que, en relación con el ajuste anual de la mesada pensional, 

los pensionados no gozan de un derecho adquirido sino de una mera expectativa. 

Sobre el particular indico en la providencia en cita que: 

“De acuerdo con la Constitución (art. 53), tienen derecho a que se les reajuste su pensión en la 
cuantía que determine la ley, sin que por ello se desconozca el artículo 58 ibidem, pues no hay 
derechos adquiridos sobre el factor o porcentaje en que se deben incrementar las pensiones, 
sino meras expectativas. Por tanto, la ley bien puede modificar las normas que consagran 
la proporción en que se realizarán los aumentos de las mesadas 
pensionales.”14 (Subrayado y en negrilla fuera del texto original) 

Es claro entonces que el juez administrativo, en el fallo traído a colación, realizó una 

distinción notable entre el derecho adquirido al reajuste de la pensión y al método que para 

ello se aplique. Lo que implica que todo pensionado tiene el derecho de solicitar que se 

ejecute el reajuste periódico de su mesada pensional, más no a que se aplique el método 

que considere sino el que deba por ley aplicársele. 

De esta manera, el hecho de que el porcentaje de reajuste de la mesada pensional no sea 

un derecho adquirido, implica necesariamente que el sistema erigido por la Ley 100 de 1993 

puede regular válidamente la proporción de reajuste de la prestación otorgada. 

Así lo consideró la Corte constitucional en la Sentencia C-110 de 2006, al señalar que: 

“A partir del 1.° de enero de 1989 y hasta la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, todas 
las pensiones que fueron reconocidas en el país, tanto en el sector público como en el privado, 
se reajustaron anualmente conforme a la formula prevista en la Ley 71 de 1988, esto es, en el 
mismo porcentaje en que se incrementó por el Gobierno el salario mínimo legal mensual. Con 
la expedición de la Ley 100 de 1993 y su entrada en vigencia, las pensiones 
reconocidas antes y después de dicha ley, se vienen reajustando en la forma prevista 

por su artículo 14 y teniendo en cuenta lo dispuesto en los artículos 142 y 143 ibídem, 
lo que significa que el referido reajuste se produce anualmente según la variación 
porcentual del Índice de Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año 
inmediatamente anterior, más la mesada adicional y el reajuste equivalente a la 
elevación en la cotización para salud, a favor de los pensionados con anterioridad al 

1° de enero de 1994” 

Es claro entonces que el reajuste pensional previsto en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, 

no afecta los derechos adquiridos de quienes se pensionaron con anterioridad a la vigencia 

 
14 Corte Constituciones. Sentencia C-387 de 1994 
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del Sistema General de Pensiones porque la prestación se mantiene en los términos en que 

fue reconocida, diferente es que el reajuste de la mesada se realice con la fórmula 

prevista en la normativa vigente atendiendo a dos hechos: 

i) Que el legislador tiene la potestad constitucional de configurar el método para 

realizar el reajuste de la mesa da pensional. 

ii) Y que, dicho margen de configuración debe atender siempre al cumplimiento de 

la finalidad del reajuste, esto es mantener el poder adquisitivo de las mesadas 

pensionales reconocidas.  

1.2.1. DEL MARGEN DE CONFIGURACIÓN DEL LEGISLADOR EN MATERIA DE 

REAJUSTE PENSIONAL 

Como se ha reiterado a lo largo del escrito de la contestación, el artículo 53 constitucional 

si bien consagra el derecho al reajuste periódico de la mesada pensional, nada menciona 

sobre el método que debe aplicarse para ello. El artículo 48 constitucional establece 

claramente que: 

“La ley definirá los medios para que los recursos destinados a pensiones mantengan su poder 

adquisitivo constante.” 

Bajo esta premisa, el constituyente impuso al legislador el deber general de actualizar el 

monto de las pensiones para que fuesen consistentes con el fenómeno de la pérdida del 

poder adquisitivo de la moneda, pero no impuso un modelo específico de actualización, 

motivo por el cual el Congreso cuenta con un amplio margen de configuración para fijar las 

fórmulas específicas a través de las cuales se materializa este deber genérico, sin que se 

encuentre obligado a acoger un esquema económico determinado.  

Así las cosas, es lógico que el legislador establezca un método de actualización distinto o 

diferenciado para las pensiones en atención a su monto, por cuanto ello se encuentra dentro 

de su margen de configuración. Lo anterior tal como lo expreso la Corte constitucional en 

sentencia C-435 de 2017 a cuyo texto nos remitimos.  

En consecuencia, el legislador bien dispuso actualizar su método para realizar el reajuste de 

la mesada pensional del configurado en el artículo 1° de la Ley 71 de 1988 al consagrado en 

el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, hoy vigente; no por un capricho, como lo hace entrever 

la accionante, sino atendiendo a la finalidad de dicho mecanismo.   

1.2.2. DE LA FINALIDAD DEL PORCENTAJE DE REAJUSTE PENSIONAL  

El artículo 48 constitucional, no solo otorga al legislador un amplio margen de configuración 

en el método o porcentaje para determinar el reajuste pensional, así mismo le impone que 

dicho método no puede ser adoptado al arbitrario, sino que, por el contrario, debe atender 

al fin último de mantener el poder adquisitivo de la mesada pensional. 

Sobre este punto, la jurisprudencia administrativa ha sido claro a establecer la naturaleza 

de las fórmulas aplicadas para el reajuste de las mesas pensionales, denominándolas como 

“no estáticas”. Lo anterior mediante una reciente Sentencia de fecha del 2 de mayo de 2013, 

en los siguientes términos: 

“Las fórmulas aplicadas para el reajuste de las mesadas pensionales no son estáticas 
debido a que su único objetivo es mantener el poder adquisitivo y por ello, deben atender 

políticas económicas que aseguren, además, la sostenibilidad, universalidad y demás principios 
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que rigen el Sistema General de Pensiones.”15(subrayado y en negrilla fuera del texto) 

En ese sentido, al Corte Constitucional valoró que el método establecido por el artículo 14 

de la Ley 11 de 1993, es un método idóneo para mantener el poder adquisitivo de la mesada 

pensional: 

“El IPC sí sirve como indicador para mantener el poder adquisitivo, hasta el punto de que 
precisamente la Corte ya ha advertido que el reajuste salarial que decrete nunca podrá ser 
inferior al porcentaje del IPC del año que expira.     

En este sentido, resulta pertinente llamar la atención sobre el hecho de que, como 
detalladamente lo explicó en su intervención, el DANE calcula el IPC basado en la comparación 
del costo de una canasta predeterminada de alimentos e insumos que se considera que definen 

el consumo básico de los colombianos. Mientras que, de manera paralela, el Estado establece 
año a año el salario mínimo, idealmente por vía de una negociación con los trabajadores o, en 
su defecto, por vía unilateral, pero no exclusivamente con el propósito de asegurar el 
poder adquisitivo frente a la inflación, sino también teniendo en cuenta la 

productividad y otros factores con el propósito de lograr objetivos de productividad 
y mejorar de calidad de vida. De tal manera que, de cuando le corresponda hacerlo en razón 
de la falta de consenso, el Gobierno Nacional debe fijar el salario mínimo teniendo en cuenta 

como parámetros la meta de inflación del siguiente año fijada por la Junta del Banco de la 
República y la productividad acordada por el comité tripartito de productividad que coordina el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; además, la contribución de los salarios al ingreso 
nacional, el incremento del producto interno bruto (PIB) y el índice de precios al consumidor 
(IPC)”.16 

Así las cosas, no puede pretender la accionante que mi representada, la Universidad del 

Atlántico, continúe ejecutando el reajuste de la mesada pensional reconocida mediante 

Resolución No. 000384 del 11 de mayo de 1992, de conformidad con el método dispuesto 

en el artículo 1° de la Ley 71 de 1988, vigente para ese momento. Lo anterior, toda vez 

que: 

1. En primer lugar, el método de reajuste no es un derecho adquirido y por tanto si el 

legislador consagra un nuevo método en la ley, al considerar que con este se 

continúa manteniendo el poder adquisitivo de la mesada pensional, es con este 

nuevo método que la Universidad del Atlántico debe continuar realizando el 

reajuste.  

2. Que, en gracia de discusión, era desde el año 1995 que mi poderdante debió realizar el 

cambio en el método aplicado para dicho reajuste. Por lo tanto, que lo haya hecho a 

partir del año 2000 no invalida tal actuación y responde única y exclusivamente al 

respeto de mandatado constitucional que el articulo 48 y 53 de la constitución imponen 

a las entidades encargadas del reconocimiento y pago de derecho pensional, en el caso 

de la señora accionante, a una pensión vitalicia de jubilación actualizada conforme a los 

parámetros legales.  

2. SOBRE LA INAPLICABILIDAD DEL PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD 

Al respecto, el artículo 53 de la Constitución Política y el 21 del Código Sustantivo de 

Trabajo señalan que el principio de favorabilidad en materia laboral consiste en el deber 

que tiene toda autoridad tanto judicial como administrativa de optar por la situación 

más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las 

fuentes formales del derecho. Igualmente, este principio se aplica inclusive cuando una 

sola norma admite diversas interpretaciones. 

 
15 Consejo de Estado. Sección segunda. Sentencia del 2 de mayo de 2013. C.P Dra. Bertha Ramirez. 
16 Corte Constitucional. Sentencia C-435 de 2017. M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero 
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Ahora bien, de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, especialmente 

en la sentencia C-168 de 1995, esta corporación preciso la aplicación del principio de 

favorabilidad con relación a los derechos adquiridos y a las expectativas legitimas, en los 

siguientes términos: 

“El derecho adquirido se incorpora de modo definitivo al patrimonio de su titular y queda a 

cubierto de cualquier acto oficial que pretenda desconocerlo, pues la propia Constitución lo 
garantiza y protege; no ocurre lo mismo con la expectativa que, en general, carece de relevancia 
jurídica y, en consecuencia, puede ser modificada o extinguida por el legislador. Y es en esta 
última categoría donde debe ubicarse la llamada 'condición más beneficiosa” 

No obstante, para el caso que específico que nos apremia, referente al de porcentaje de 

reajuste pensional el Consejo de Estado establece que el principio de favorabilidad no 

resulta procedente para la aplicación del método para el reajuste de la mesada pensional: 

“La Sala encuentra que en el inciso segundo del artículo 53 superior lo que constituyente hizo 

fue incluir dentro de los principios mínimos que el legislador debe tener en cuenta al momento 
de expedir el estatuto del trabajo, un mandato de optimización o prevalencia según el cual se 
debe privilegiar la situación más favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e 

interpretación de las fuentes formales de derecho.  De donde se desprende, con absoluta 
claridad, que éste principio aplica exclusivamente a los trabajadores pero, además, que se 
refiere a la aplicación e interpretación de las fuentes formales del derecho, que para este caso, 
interpretando la demanda, serían los incisos sexto (6°) y octavo (8°) del artículo 48 
constitucional, en donde expresamente se señala que la ley debe definir los medios para que 
los recursos destinados a pensiones mantengan su poder adquisitivo constante y que sin 

perjuicio de los descuentos, deducciones y embargos a pensiones ordenados de acuerdo con la 
ley, por ningún motivo podrá dejarse de pagar, congelarse o reducirse el valor de la mesada 
de las pensiones reconocidas conforme a derecho; así como el inciso 3° del artículo 53, en el 
que se garantiza el derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones legales. 
(…) Por lo tanto, la Corte considera que el actor hace un uso indebido del principio de 
favorabilidad para efectos de interpretar de manera equivocada, e incluso contraria a su texto, 
las normas constitucionales que invoca como vulneradas, en donde, como bien lo señalaron 

diferentes intervinientes, de ninguna manera se obliga al legislador a elegir el método de 
actualización de las pensiones que garantice su poder adquisitivo constante de la forma más 
conveniente posible. 

(…) 

Por lo tanto, se concluye que además de que la propia Constitución faculta al legislador a 
decidir, con autonomía política, de qué manera reajustar periódicamente el valor pensiones, de 
tal forma que no hay lugar aquí para la aplicación del principio de favorabilidad en materia 
laboral del que trata el artículo 53 superior, en todo caso los índices o referencias de 
actualización a los que acudió el legislador para actualizar las pensiones de forma diferenciada 

según su valor (IPC y SMLMV) tienen un origen, una explicación y unos propósitos diferentes, 
al mismo tiempo que se relacionan entre ellos de una forma particular.”17 

Por lo tanto, se concluye que además de que la propia Constitución faculta al legislador a 

decidir, con autonomía política, de qué manera reajustar periódicamente el valor pensiones, 

encontramos que no hay lugar aquí para la aplicación del principio de favorabilidad en 

materia laboral del que trata el artículo 53 superior, asunto más que decantado 

jurisprudencialmente, por lo que no resta más al señor juez que denegar la pretendido en 

esta litis. 

 
17 Corte Constitucional. Sentencia C-435 del 2017. M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero 
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3. NO EXISTIO UNA REVOCATORIA DIRECTA DEL ACTO: LA LEY 71 DE1988 FUE 

DEROGADA POR LAS DISPOSICIONES POSTERIORES HOY VIGENTES, LAS DE 

LA LEY 100 DE 1993. 

Afirma la accionante que mi representada decidió de manera unilateral y arbitraria y sin que 

mediara consentimiento previo, expreso y escrito de la señora Jimeno, ni un fallo judicial, 

revocar el artículo segundo de la Resolución No. 000384 del 11 de mayo de 1992, de 

conformidad con el cual el reajuste de su mesada pensional debía realizarse de oficio cada 

vez y con el mismo porcentaje que sea incrementado el salario mínimo por el Gobierno 

nacional, de conformidad con la Ley 71 de 1988.   

Sobre este punto, es claro el hecho que de conformidad con la jurisprudencia del Consejo 

de Estado, el porcentaje de reajuste pensional no es considerado como un derecho adquirido, 

pues atendiendo a su finalidad, que es mantener el poder adquisitivo de las mesadas 

pensionales en el tiempo y al margen de configuración el legislador, el criterio del incremento 

del IPC responde a las exigencias que el sistema legal le impone. 

Ahora bien, es menester hacerle ver al accionante que recaen un error al confundir dos 

figuras jurídicas, estas son la derogatoria y la revocatoria directa. Lo anterior toda vez mi 

representada NO realizó ningún acto de revocatoria directa, en cambio aplicó la norma que 

derogó tácitamente el artículo 1° de la Ley 71 de 1988, esto es el artículo 14 de la Ley 100 

de 1993.  

Al respecto, resulta necesario establecer algunas precisiones: 

En un lado, la revocatoria directa de los actos particulares, tal como lo desarrolla la 

accionantes el escrito de la demanda, es un mecanismo jurídico que permite a las entidades 

administrativas revocar sus propios actos administrativos. Se encuentra regulada en el 

artículo 93 del CPACA y subsiguientes, y cuya procedencia debe responder al cumplimiento 

de unos supuestos facticos específicos.  

Por el contrario, la derogatoria es una figura jurídica a través de la cual una ley posterior 

deja sin efectos una anterior, ya sea de forma expresa, o tacita. Particularmente sobre la 

segunda, hay derogación tacita cuando las disposiciones de la ley que deroga no pueden 

concertarse con las de la ley anterior, es decir que van en contravía con lo establecido en 

la nueva ley. Al respecto el inciso 2° del artículo 71 del código civil señala: 

(La derogación)”es tácita, cuando la nueva ley contiene disposiciones que no pueden conciliarse 
con las de la ley anterior.” 

En ese orden de ideas, la ley es derogada por el congreso, quien emite una nueva ley con 

la que deroga una anterior que versaba sobre los mismos asuntos o aspectos. Es esto lo 

que ocurrió con la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, cuyo artículo 14 derogó 

tácitamente lo dispuesto por el artículo 1° de la Ley 71 de 1993, que disponía como método 

para el reajuste de la pensión el incremento del salario mínimo en los siguientes términos: 

“ARTÍCULO 1.- Las pensiones a que se refiere el artículo 1o. de la ley 4a. de 1976, las de 
incapacidad permanente parcial y las compartidas, serán reajustadas de oficio cada vez y con 
el mismo porcentaje en que sea incrementado por el Gobierno el salario mínimo legal mensual.” 

Evidentemente, a partir de la entrada en vigencia de la Ley 100 del 1993, para el 

Departamento del Atlántico, el 30 de junio 1995, el artículo 1° de la Ley 71 de 1988 fue 

derogado tácitamente y, por tanto, no le correspondía a ninguna entidad encargada del 

reconocimiento y pago de derechos pensionales, continuar realizando el reajuste de la 

mesada pensional tomando el incremento del salario mínimo sino el del IPC anual.  
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Así las cosas, desde esa fecha es el método consagrado en el artículo 14 de la Ley 100 de 

1993, el cual debe ser aplicable a toda mesada pensional para su reajuste, ya sea sobre 

una situación jurídica consolidada antes de la entrada en vigencia de esta disposición y con 

más razón para una consolidada con posterioridad a aquella. Por lo tanto, mi representante, 

continúo realizando el reajuste a partir del año 2000, de conformidad con la literalidad de 

dicho artículo: 

“ARTÍCULO  14. Reajuste de Pensiones. Con el objeto de que las pensiones de vejez o de 
jubilación, de invalidez y de sustitución o sobrevivientes, en cualquiera de los dos regímenes 
del sistema general de pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, se reajustarán 
anualmente de oficio, el 1o. de enero de cada año, según la variación porcentual del Índice de 

Precios al Consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior (…)” 

En virtud de lo anterior, mi poderdante actuó de conformidad con las normas legales vigentes 

al aplicar el reajuste de la mesada pensional. Para lo que, no necesitaba el consentimiento 

de la accionante para realizar el cambio de método y en consecuencia no es una circunstancia 

que vulnere derecho alguno de la accionante.  

4. NO ES PROCEDENTE EL RECONOCIMIENTO Y PAGO DE INTERESES 

MORATORIOS E INDEXACION PRETENDIDOS 

En sentido general, los intereses moratorios se han erigido en el ordenamiento como el 

medio para indemnizar al acreedor de una obligación, por la mora en la que ha incurrido el 

deudor en el pago de la prestación a su cargo y por la devaluación que ha sufrido la 

obligación dineraria con ocasión al tiempo transcurrido desde el momento en que debió 

cumplirse. Así lo ha reseñado el Consejo de Estado, en sentencia de 14 de abril de 2013: 

“En efecto, en los términos del artículo 1625 del Código Civil, uno de los modos de extinguir 
las  obligaciones es  la  solución o  pago efectivo  que  corresponde  al  cumplimiento  de  la 
prestación debida (artículo 1626 ibídem), pago que deberá hacerse en conformidad al tenor de 

la obligación (1627 eiusdem) y, por lo mismo, si ella no se cumple dentro del término oportuno 
estipulado por la partes o previsto en la ley, se incurre en una tardanza con relevancia jurídica, 
denominada por el ordenamiento “mora”, que constituye un estado de incumplimiento del 
contrato y produce un daño al acreedor por el cual el deudor se encuentra en el deber de 

reparar. 

De ahí que, en las voces del artículo 1608 del Código Civil transcurrido el plazo o término para 

el pago de una obligación positiva sin que se hubiere éste realizado en la oportunidad debida, 
por esa sola circunstancia, se incurre en mora, salvo que la ley o el contrato exija requerimiento 
o reconvención para tal efecto y no se hubiere renunciado. Este precepto, claramente dispone 
que el “deudor está en mora. 1. Cuando no ha cumplido la obligación dentro del término 
estipulado; salvo que la ley, en casos especiales, exija que se requiera al deudor para 
constituirlo en mora”.  

Es decir, cuando la obligación incumplida es de índole dineraria, la indemnización de perjuicios 
por la mora está constituida por el pago de intereses, tal y como lo determina el artículo 1617 
del Código Civil, de conformidad con el cual “[e]l acreedor no tiene necesidad de justificar 

perjuicios cuando solo cobra intereses; basta el hecho del retardo” 

En consonancia con lo anterior, en Sentencia de primero (1) de julio de 1999, la misma 

corporación indicó: 

“Por medio del cobro de los intereses moratorios se pretende indemnizar al acreedor por los 
perjuicios que le causó el incumplimiento del deudor, en el pago de una suma de dinero, 
perjuicio que se presume y cuya cuantía no está en el deber de demostrar, sea porque se 
pactaron entre las partes, o porque se aplica la regulación legal.” 
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Se tiene entonces que el reconocimiento y pago de intereses moratorios va precedido del 

incumplimiento de la prestación a cargo de la contraparte, procediendo únicamente cuando 

se está en mora de dicho cumplimiento. 

Es evidente entonces que, la obligación a la que se refiere el caso sub examine, ha sido 

cumplida cabalmente por parte de la Universidad del Atlántico, con arreglo a la normatividad 

vigente y aplicable, de donde resulta infundada su aspiración de reconocimiento de 

intereses moratorios. 

De esta manera, al no haber incumplimiento de la obligación, no es posible indemnizar los 

perjuicios por la presunta mora, es decir, reconocer intereses moratorios, habida cuenta de 

que obrar en contrario implicaría reparar un daño que no se ha causado. 

Así las cosas, la indexación y pago de moratorios pretendidos tampoco sería procedente.  

EXCEPCIONES 

Sin que ello constituya una aceptación de los hechos de la demanda, presento ante usted 

las siguientes excepciones: 

EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN 

Si en gracia de discusión se consideraran procedentes las pretensiones de la demandante, 

serán de obligatoria aplicación las normas relativas a la prescripción trienal de los derechos 

de conformidad con el artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social 

que establece: 

“Las acciones que emanen de las leyes sociales prescribirán en tres años, que se contarán 
desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple reclamo escrito del 
trabajador, recibido por el empleador, sobre un derecho o prestación debidamente 
determinado, interrumpirá la prescripción pero sólo por un lapso igual.” 

De esta manera, en el evento poco probable de que se declare en la instancia 

correspondiente un entendimiento distinto al que legalmente ha sostenido la Universidad, 

la normativa vigente y la jurisprudencia, solo serían reconocidas las sumas que se hayan 

causado dentro de los tres años anteriores a la fecha de presentación de la reclamación 

correspondiente. 

En efecto, de conformidad con la Sentencia SU-298 de 2015 emitida por la Corte 

Constitucional: 

“La jurisprudencia de esta Corporación ha señalado reiteradamente que el derecho a la pensión 
es imprescriptible. (…) la jurisprudencia ha expresado que los créditos o mesadas pensionales, 
deben ser reclamados durante un lapso determinado de tres años, so pena de perder el derecho 

a recibirlos” 

EXCEPCIÓN DE INCUMPLIMIENTO DE LA CARGA DE LA PRUEBA  

En cuanto a este aspecto, sea del caso señalar que, de conformidad con el Código General 

del Proceso, la parte demandante tiene la obligación de acreditar los supuestos de hecho 

que soportan sus pretensiones, lo cual, en modo alguno se acredita dentro de la presente 

acción, pues con los documentos aportados con la demanda, no se logra probar el 

fundamento del cual se derive la nulidad del acto administrativo que hoy se demanda. 

Al respecto, la carga de la prueba puede ser definida como la necesidad de las partes de 

probar los hechos que constituyen el supuesto fáctico de la norma jurídica que invocan a 

su favor a riesgo de obtener una resolución desfavorable a sus pretensiones y resistencias.  
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Es en ese sentido que el H. Consejo de Estado ha establecido sobre la carga de la prueba, 

lo siguiente: 

“Por regla general, a la parte interesada le corresponde probar los hechos que alega a su favor 
para la consecución de un derecho. Es este postulado un principio procesal conocido como ‘onus 
prodandi, incumbit actori’ y que de manera expresa se encuentra previsto en el artículo 177 
del C.P.C. Correlativo a la carga del demandante, está asimismo el deber del demandado de 
probar los hechos que sustentan su defensa, obligación que igualmente se recoge en el aforismo 
‘reus, in excipiendo, fit actor’. A fin de suplir estas cargas las partes cuentan con diversos 
medios de prueba, los cuales de manera enunciativa, se encuentran determinados en el artículo 

175 C.P.C.”18 

Por lo que, al no acreditarse la procedencia de lo pretendido, no resta más que denegarlo. 

EXCEPCIÓN DE INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN  

En línea con lo que viene dicho, resulta viable que se declare la excepción de fondo de 

inexistencia de la obligación frente a mi mandante, pues de conformidad con los 

argumentos esbozados a lo largo de la presente contestación, queda claro que no hay 

fundamento alguno para que se ordene  el pago de los emolumentos solicitados, cuando 

es claro que mi representada debía realizar el reajuste de la mesada pensional de la 

accionante de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la Ley 71 de 1988, sino 

de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993.  

EXCEPCIÓN DE COMPENSACIÓN. 

Para que en la eventualidad de que mi representada sea condenada a pagar cualquier suma 

de dinero en favor de la parte actora, estas sumas sean compensadas con aquellas que mi 

representada ha pagado sin estar obligada a ello, constituyéndose dichas sumas como 

valores que deben ser compensados con cualquier eventual condena. 

MEDIOS DE PRUEBA  

DOCUMENTALES 

1. Hoja de vida de la señora Victoria Elena Jimeno de Ríos. 

2. Copia de la convención colectiva de 1976. 

OPOSICION A LAS PRUEBAS DE LA PARTE DEMANDANTE 

Me opongo a las siguientes pruebas solicitadas por la parte demandante: 

1. La denominada “Antecedentes administrativos” 

 

Esta prueba deviene en inconducente, impertinente e inútil, por cuanto, toda documental 

puede ser obtenida vía petición, que la actora no demostró haber adelantado, omitiendo el 

deber que le asiste de probar los supuestos que sirven de sustento a sus pretensiones y, 

en todo caso, se aporta con la presente contestación a la demanda 

 

2. La denominada “Oficiar” 

 

Esta prueba deviene en inconducente, impertinente e inútil, por cuanto, la Universidad del 

Atlántico, legalmente, no le corresponde realizar el reajuste de le mesada pensional de la 

 
18 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Tercera. Sentencia del 30 de junio de 2011. Rad. 19836. C.P.: Dr. Danilo 

Rojas Betancourth.   
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accionante, sino con el método establecido en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993. Esto es 

con el porcentaje del incremento del IPC anual. 

ANEXOS 

1. Las relacionadas en el acápite de pruebas. 

2. Poder especial y de sustitución con los que actuó junto con sus respectivos anexos.   

PETICIONES 

Con fundamento a todos los argumentos y excepciones señalados con anterioridad, solicito 

a usted, Señor Juez, se sirva denegar las súplicas de la demanda perseguidas por la señora 

VICTORIA ELENA JIMENO DE RÍOS, condenando a la parte actora en costas por su 

manifiesta temeridad. 

NOTIFICACIONES 

Para todos los efectos legales, recibo notificaciones en la Secretaría del Despacho y en mi 

oficina ubicada en la calle 77 B No. 57-103 Of. 2101 de la ciudad de Barranquilla y/o al 

correo electrónico info@chapmanyasociados.com. 

 

Del Señor Juez,  

 

 
JOSÉ ENRIQUE TORRES MURIEL 

C.C. 1.140.896.618 de Barranquilla 

T.P. 364.515 del C. S. de la J. 
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De: Nayeth Estrada <nayethestrada@mail.uniatlantico.edu.co>  
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<karla.soto@chapmanyasociados.com> 
Asunto: Fwd: PODER NUL.Y REST. 2021-00170 VICTORIA JIMENO DE RIOS 
 

 
 
---------- Forwarded message --------- 
De: Maria Andrea Bocanegra Jimenez <mariabocanegra@mail.uniatlantico.edu.co> 
Date: vie, 8 oct 2021 a las 18:54 
Subject: Re: PODER NUL.Y REST. 2021-00170 VICTORIA JIMENO DE RIOS 
To: Nayeth Estrada <nayethestrada@mail.uniatlantico.edu.co> 
 

Hola Nayeth 
 
Envío poder firmado. 
 
Atte: 
 
El vie, 8 oct 2021 a las 17:09, Nayeth Estrada (<nayethestrada@mail.uniatlantico.edu.co>) escribió: 

Cordial saludo 
 
Dra. María Andrea 
 
Adjunto para su firma, poder proyectado para actuar en el proceso 
de Nulidad y Restablecimiento del Derecho referenciado en el 
asunto, asignado a Chapman y Asociados. 
 
Atentamente 
 
 
--  
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________________________ 

 
 
 
Nayeth Estrada Ortega  
T. Administrativo 
Oficina de Asesoría Jurídica 
Tel.: (5) 3852266 Ext.: 1070 
E-mail: nayethestrada@mail.uniatlantico.edu.co 

_____________ 

 
Comprometidos con el cuidado y preservación del medio ambiente.  Antes de imprimir este mensaje, por  favor, compruebe  si es necesario hacerlo. Una 

tonelada de papel implica la tala de 15 árboles y el consumo de 250.000 litros de agua. El Medio Ambiente es cuestión de Todos. 

 
 
 
--  

 
María Andrea Bocanegra Jiménez 
Jefe de la Oficina Jurídica 
Universidad del Atlántico 
 
 
--  

________________________ 

 
 
 
Nayeth Estrada Ortega  
T. Administrativo 

No se pude mostrar la imagen vinculada. Puede que se haya movido, cambiado de nombre o eliminado el archivo. Compruebe que el v ínculo señala al archivo y ubicaciones correctos.

No se pude mostrar la imagen vinculada. Puede que se haya movido, cambiado de nombre o eliminado el archivo. Compruebe que el v ínculo señala al archivo y ubicaciones correctos.
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Oficina de Asesoría Jurídica 
Tel.: (5) 3852266 Ext.: 1070 
E-mail: nayethestrada@mail.uniatlantico.edu.co 

_____________ 

 
Comprometidos con el cuidado y preservación del medio ambiente.  Antes de imprimir este mensaje, por  favor, compruebe  si es necesario hacerlo. Una tonelada 

de papel implica la tala de 15 árboles y el consumo de 250.000 litros de agua. El Medio Ambiente es cuestión de Todos. 



 

 

Señores 

JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA 

Dr. HUGO CALABRIA LÓPEZ 

E. S. D.  

Radicación:   No.  08001-33-33-008-2021-00170-00. 

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

Demandante:  VICTORIA ELENA JIMENO DE RÍOS 

Demandado:  UNIVERSIDAD DEL ATLÁNTICO 

 
MARÍA ANDREA BOCANEGRA JIMÉNEZ, mayor de edad, con domicilio en el distrito de 
Barranquilla, identificada con cédula de ciudadanía No. 22.551.431 expedida en Barranquilla, 
Atco., en calidad de Jefe de la Oficina de Asesoría Jurídica y apoderada general de la Universidad 
del Atlántico, mediante poder General,  otorgado por el Doctor JAIRO ANTONIO CONTRERAS 
CAPELLA, mayor de nacionalidad colombiana e identificado con cédula de ciudadanía No. 
8.667.304, en su condición de Rector y Representante legal de la Universidad del Atlántico, 
según escritura pública No. 2894 del 26 de mayo de 2021, otorgada en la Notaria 3ª del Círculo de 
Barranquilla, a través de este escrito  manifiesto que otorgo poder especial amplio y suficiente 
en cuanto a derecho se refiere, la Dra. MIRNA PATRICIA WILCHES NAVARRO identificada con 
cedula de ciudadanía No. 22.476.798 y portadora de la tarjeta profesional No. 101849 expedida 
por el Consejo Superior de la Judicatura, en su condición de representante legal de CHAPMAN & 
ASOCIADOS S.A.S. NIT 802.022.539-1, para que en nombre y representación de la Universidad 
del Atlántico, actué en el proceso de la referencia, y ejerza todo lo relacionado con la defensa de 
los intereses de la Universidad del Atlántico.  
 
El apoderado cuenta con todas las facultades inherentes para el ejercicio de este poder, en 
especial las de notificarse, contestar, recibir, presentar nulidad, transigir, desistir, renunciar, 
conciliar, interponer recurso, sustituir, reasumir y todas aquellas que tiendan al buen 
cumplimiento de su gestión, en especial las contempladas en el art. 77  del  Código General  del 
Proceso.  
 
Sírvase reconocerle personería al apoderado, de conformidad a los términos que contiene el 
presente mandato. 
 
Otorgo: 

 
MARÍA ANDREA BOCANEGRA JIMÉNEZ  
C. C. No. 22.551.431 de Barranquilla 
Correo institucional: notificaciones@mail.uniatlantico.edu.co  
jurídica@mail.uniatlantico.edu.co  
 
Acepto: 

 
MIRNA PATRICIA WILCHES NAVARRO  
C.C. No. 22.476.798 de Barranquilla 
T.P. No. 101849 del C. S. de la J. 
Correo: administrador@chapmanyasociados.com gerenciaacyc@chapmanyasociados.com  

mailto:notificaciones@mail.uniatlantico.edu.co
mailto:jur%C3%ADdica@mail.uniatlantico.edu.co
mailto:administrador@chapmanyasociados.com
mailto:gerenciaacyc@chapmanyasociados.com


 

Oficinas principales: PBX: (575) 3100 460 al 468 – 3692 192 | Calle 77B No. 57-103, piso 21, Edificio Green Towers, 
Barranquilla, Colombia. Oficina en Bogotá Calle 67 # 4 -21 piso 3. Oficina Medellín Carrera 43 # 9 Sur – 135, Oficina 1440. 

Oficina Cartagena Calle 31 A No 39-206, Barrio Alcibia 
www.chapmanyasociados.com 

Señores 

JUZGADO OCTAVO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA 

Dr. HUGO CALABRIA LÓPEZ 

En su Despacho 

 

Ref.: Medio de control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO 

 Demandante: VICTORIA ELENA JIMENO DE RÍOS 

 Demandado: UNIVERSIDAD DEL ATLÁNTICO 

 Radicación: 08001-33-33-008-2021-00170-00 

 

MIRNA WILCHES NAVARRO, abogada identificada con cédula de ciudadanía número 

22.476.798 expedida en Barranquilla y con Tarjeta Profesional No. 101.849 expedida 

por el Consejo Superior Judicatura, en mi condición de representante legal de la firma 

CHAPMAN Y ASOCIADOS S.A.S, legalmente constituida, identificada con NIT. 

802022539-1, conforme se acredita mediante Certificado de Existencia y Representación 

Legal expedido por la Cámara de Comercio de la Ciudad de Barranquilla que se anexa a 

este escrito, por medio del presente manifiesto a usted que sustituyo el poder conferido 

para actuar en el proceso de la referencia al doctor JOSÉ ENRIQUE TORRES MURIEL, 

identificado como aparece al pie de su firma, con las mismas facultades a mi concedidas. 

 

 

Del Señor Juez, 

 

Sustituyo: 

 
MIRNA WILCHES NAVARRO  

C.C. 22.476.798 de Barranquilla  

T.P. No 101.849 del C.S.J 

Representante Legal CHAPMAN Y ASOCIADOS S.A.S 

 

 

Acepto,  

 
JOSÉ ENRIQUE TORRES MURIEL 

C.C. 1.140.896.618 de Barranquilla 

T.P. 364.515 del C. S. de la J. 





































--------------------------------------------------------------------------------
Para su seguridad verifique el contenido de este certificado ingresado a nuestra
página web www.camarabaq.org.co, en el enlace CERTIFICADOS EN LINEA-VERIFICACION
DE CERTIFICADOS EN LINEA, digitando el código de verificación.                 
--------------------------------------------------------------------------------
                                                                               
"LA  MATRICULA  MERCANTIL  PROPORCIONA  SEGURIDAD  Y  CONFIANZA EN LOS NEGOCIOS.
RENUEVE SU MATRICULA MERCANTIL A MAS TARDAR EL 31 DE MARZO"                    
                                                                               
EL  SUSCRITO SECRETARIO DE LA CAMARA DE COMERCIO DE BARRANQUILLA, CON FUNDAMENTO
EN LAS INSCRIPCIONES DEL REGISTRO MERCANTIL                                    
 
                            

C E R T I F I C A
                           
                       NOMBRE, IDENTIFICACIÓN Y DOMICILIO                      
 
Razón Social:
CHAPMAN & ASOCIADOS S.A.S.                                                     
Sigla: CHAPMAN & ASOCIADOS
Nit: 802.022.539 - 1
Domicilio Principal: Barranquilla
Matrícula No.: 362.270 
Fecha de matrícula: 12/12/2003
Último año renovado: 2021
Fecha de renovación de la matrícula: 31/03/2021
Activos totales: $16.250.802.000,00
Grupo NIIF: 3. GRUPO II.
 
 
 
                                   UBICACIÓN                                   
 
 
Direccion domicilio principal: CL 77 B No 57 - 103 OF 2101
Municipio: Barranquilla - Atlantico
Correo electrónico: administrador@chapmanyasociados.com
Teléfono comercial 1: 3195874
Teléfono comercial 2: No reportó
Teléfono comercial 3: No reportó
 
 
Direccion para notificación judicial: CL 77 B No 57 - 103 OF 2101
Municipio: Barranquilla - Atlantico
Correo electrónico de notificación: administrador@chapmanyasociados.com
Teléfono para notificación 1: 3195874
Teléfono para notificación 2: No reportó
Teléfono para notificación 3: No reportó
 
Autorización   para  recibir  notificaciones  personales  a  través  del  correo
electrónico,  de  conformidad con lo establecido en el artículo 67 del Código de
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo: no            
 
 
                                                                               
                                  CONSTITUCIÓN                                 
                                                                               
Constitución:  que  por  Escritura  Pública    número 2.589  del 22/11/2003, del
Notaria    3.  de  Barranquilla,  inscrito(a)    en esta Cámara de Comercio  el
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12/12/2003    bajo    el  número  108.348  del  libro  IX,    se  constituyó  la
sociedad:limitada denominada CHAPMAN LOPEZ CONSULTORIA JURIDICA LTDA.          
                                                                               
                              REFORMAS ESPECIALES                              
                                                                               
Por  Acta    número  7    del  14/01/2011,  otorgado(a)  en  Junta  de Socios en
Barranquilla,  inscrito(a)  en esta Cámara de Comercio  el  24/01/2011  bajo  el
número  166.280  del  libro  IX,  la  sociedad  se  transformo  en  por acciones
simplificada  bajo  la denominación de CHAPMAN LOPEZ CONSULTORIA JURIDICA S.A.S.
SIGLA CHAPMAN & ASOCIADOS                                                      
                                                                               
Por  Escritura  Pública    número 16  del 26/02/2016, otorgado(a) en Asamblea de
Accionistas  en  Barranquilla,  inscrito(a)  en  esta  Cámara  de  Comercio  el
02/03/2016    bajo   el número 302.247 del libro IX, la sociedad cambio su razón
social a CHAPMAN & ASOCIADOS S.A.S.
                                           
 
                             REFORMAS DE ESTATUTOS                             
 
La  sociedad  ha  sido reformada por los siguientes documentos:                
 
Documento  Número    Fecha      Origen                 Insc.   Fecha      Libro
 
Escritura  889      26/04/2005 Notaria  3. de Barranq 117.458 06/05/2005 IX
 
Escritura  19       08/01/2009 Notaria 6a. de Barranq 145.876 26/01/2009 IX
 
Escritura  19       08/01/2009 Notaria 6a. de Barranq 145.875 26/01/2009 IX
 
Acta       7        14/01/2011 Junta de Socios en Bar 166.280 24/01/2011 IX
 
                                                                               
                              TERMINO DE DURACIÓN                              
                                                                               
Duración: La sociedad no se haya disuelta y su duración es indefinida          
QUE  A  LA  FECHA  Y  HORA  DE  EXPEDICIÓN  DE  ESTE  CERTIFICADO,  NO  APARECEN
INSCRIPCIONES  QUE DEN CUENTA DEL ESTADO DE DISOLUCIÓN DE LA SOCIEDAD, RAZÓN POR
LA  QUE LA SOCIEDAD NO SE HAYA DISUELTA.                                       
 
                                                                              
                                                                               
                                 OBJETO SOCIAL                                 
                                                                               
La  sociedad  tiene  por objeto:   OBJETO SOCIAL: La sociedad tendrá como objeto
principal  cualquier  actividad  civil o comercial lícita, en particular prestar
asesoría   legal   en  todas  las  ramas  del  derecho  colombiano.  Así  mismo,
podrá realizar  cualquier otra actividad económica lícita tanto en Colombia como
en  el  extranjero.  La  sociedad  podrá llevar  a  cabo,  en general, todas las
operaciones,  de  cualquier  naturaleza  que  ellas  fueren, relacionadas con el
objeto  mencionado,  así  como  cualesquiera  actividades  similares,  conexas o
complementarias  o  que  permitan  facilitar  o  desarrollar  el  comercio  o la
industria de la sociedad.-                                                     
                                                                               
                 CLASIFICACIÓN DE ACTIVIDADES ECONÓMICAS - CIIU                
                                                                               
Actividad Principal Código CIIU: M691000 (PL) ACTIVIDADES JURIDICAS            
                                    CAPITAL                                    
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                            ** Capital Autorizado **                           
 
Valor                    :         $100.000.000,00
Número de acciones       :             100.000,00
Valor nominal            :               1.000,00
 
                         ** Capital Suscrito/Social **                         
 
Valor                    :         $100.000.000,00
Número de acciones       :             100.000,00
Valor nominal            :               1.000,00
 
                              ** Capital Pagado **                             
 
Valor                    :         $100.000.000,00
Número de acciones       :             100.000,00
Valor nominal            :               1.000,00
                                                                               
                     ÓRGANOS DE ADMINISTRACIÓN Y DIRECCIÓN                     
                                                                               
                              REPRESENTACIÓN LEGAL                             
                                                                               
ADMINISTRACION:  La  sociedad tendrá un órgano de dirección, denominado asamblea
general  de  accionistas,  un  representante  legal  y  un  representante  legal
suplente.  La  representación  legal  de  la  sociedad por acciones simplificada
estará a cargo de una persona natural, accionista o no, quien tendrá un suplente
que  lo  reemplazará en  sus  faltas  temporales  o absolutas, designado para un
término  de  un  año  por  la  asamblea general de accionistas. La sociedad será
gerenciada,   administrada  y  representada  legalmente  ante  terceros  por  el
representante  legal, quien no tendrá restricciones de contratación por razón de
la  naturaleza  ni  de  la  cuantía  de  los actos que celebre. Por lo tanto, se
entenderá que el representante legal podrá celebrar o ejecutar todos los actos y
contratos  comprendidos en el objeto social o que se relacionen directamente con
la  existencia  y  el  funcionamiento  de la sociedad.
El representante legal se
entenderá  investido  de  los  más  amplios  poderes  para  actuar  en todas las
circuntancias  en  nombre  de  la sociedad, con excepción de aquellas facultades
que, de acuerdo con los estatutos, se hubieren reservado los accionistas. En las
ralaciones  frente  a  terceros,  las  sociedad quedará obligada por los actos y
contratos   celebrados   por   el  representante  legal.  Le  está prohibido  al
representante  legal  y a los demás administradores de la sociedad, por si o por
interpuesta persona, obtener bajo cualquier forma o modalidad jurídica préstamos
por  parte  de  la  sociedad  u  obtener  de parte de la sociedad aval, fianza o
cualquier otro tipo de garantía de sus obligaciones personales.
               
                                                                               
                      NOMBRAMIENTO(S) REPRESENTACIÓN LEGAL                     
                                                                               
Nombramiento  realizado mediante Acta  número 7  del 14/01/2011, correspondiente
a  la  Junta de Socios en Barranquilla, inscrito(a)  en esta Cámara de Comercio
el  24/01/2011  bajo  el número 166.281 del libro IX.                          
                                                                               
Cargo/Nombre                                           Identificación          
Representante Legal                                                            
Wilches Navarro Mirna Patricia                         CC 22476798             
                                                                               
Nombramiento realizado mediante Acta  número 14  del 19/11/2014, correspondiente
a  la  Asamblea  de  Accionistas en Barranquilla, inscrito(a)  en esta Cámara de
Comercio  el  24/11/2014  bajo  el número 276.226 del libro IX.                
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Cargo/Nombre                                           Identificación          
Representante Legal Suplente                                                   
Chapman Lopez Charles Michele                          CC 72224822             
                                                                               
                                REVISORÍA FISCAL                               
                                                                               
Nombramiento realizado mediante Acta  número 23  del 12/11/2018, correspondiente
a  la  Asamblea  de  Accionistas en Barranquilla, inscrito(a)  en esta Cámara de
Comercio  el  20/11/2018  bajo  el número 352.661 del libro IX:                
                                                                               
Cargo/Nombre                                           Identificación          
Revisor Fiscal.                                                                
D&A ASESORES EMPRESARIALES S.A.S.                      NI 802009050            
                                                                               
Nombramiento  realizado  mediante Documento Privado  del 07/07/2021, otorgado en
Barranquilla,  inscrito(a)  en esta Cámara de Comercio  el  22/07/2021  bajo  el
número 406.593 del libro IX:                                                   
                                                                               
Cargo/Nombre                                           Identificación          
Designado: Revisor Fiscal Principal                                            
Boneth Acuña Carlos Enrique                            CC 1043873564           
 
                         ESTABLECIMIENTO(S) DE COMERCIO                        
 
A  nombre  de  la  sociedad  figura(n)  matriculado(s)en esta Cámara de Comercio
el(los) siguiente(s) establecimiento(s) de comercio/sucursal(es) o agencia(s): 
 
Nombre:
CHAPMAN & ASOCIADOS S.A.S
Matrícula No:           362.271 DEL 2003/12/12
Último año renovado:    2021
Categoría:              ESTABLECIMIENTO
Dirección:              CL 77 B No 57 - 103 OF 2101
Municipio:              Barranquilla - Atlantico
Teléfono:               3100460
Actividad Principal:    M691000
(PL) ACTIVIDADES JURIDICAS                                                     
                                                                               
Que  de  acuerdo  con  nuestras  inscripciones,  los  bienes  sujetos a registro
mercantil  relacionados  en  el  presente  certificado,  se encuentran libres de
embargos.                                                                      
 
                            

C E R T I F I C A
                           
                           INFORMACIÓN COMPLEMENTARIA                          
                                                                               
De  conformidad con lo previsto en el Decreto 957 de 2019, la Resolución 2225 de
2019  y  la  información  reportada por el empresario el tamaño de la empresa es
MEDIANA  EMPRESA  -  RSS  Los  datos  reportados  en  el formulario RUES son los
siguientes:                                                                    
                                                                               
Ingresos por actividad ordinaria: 9.457.488.700,00                             
                                                                               
Actividad  económica  por  la  cual  percibió  mayores  ingresos  por  actividad
ordinaria en el periodo Código CIIU: M691000                                   
                                                                               
Que,  los  datos  del  empresario  y/o  el  establecimiento de comercio han sido
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puestos  a  disposición de la Policía Nacional a través de la consulta a la base
de datos del RUES.                                                             
                                                                               
Este certificado refleja la situación jurídica registral de la sociedad hasta la
fecha y hora de su expedición.                                                 
                                                                               
En la Cámara de Comercio de Barranquilla no aparecen inscripciones posteriores a
las   anteriormente   mencionadas,   de  documentos  referentes  a  reformas,  o
nombramiento  de  representantes  legales, administradores o revisores fiscales,
que modifiquen total o parcialmente el contenido.                              
                                                                               
De conformidad con lo establecido en el Código de Procedimiento Administrativo y
de   lo  Contencioso  Administrativo  y  de  la  ley  962  de  2005,  los  actos
administrativos  de  registro  aquí  certificados quedan en firme diez (10) días
hábiles  después  de  la  fecha  de  inscripción,  siempre que no sean objeto de
recursos.  Contra  los  actos  administrativos de registro caben los recursos de
reposición  y  de apelación. Para estos efectos se informa que para la Cámara de
Comercio de Barranquilla los sábados no son días hábiles.                      
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